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PRESIDE: Señor Representante Óscar Andrade. 
MIEMBROS: Señores Representantes Wilson Ezquerra y Nelson Rodríguez Servetto. 
INVITADOS: Por la Intendencia de Maldonado, señores Prosecretario General, doctor Álvaro 


Villegas y Director General de Administración y Recursos Humanos, Miguel Abella. 


Por la Federación de Trabajadores de la Industria Láctea (FTIL), señores Mario 
Beschizza, Heber Figuerola y Roberto Molfino, y por la Asociación Laboral de 
Trabajadores de Calcar (ALTRAC), señores Mario Álvarez, Hugo Baldi, Luis Guigou 
y Eduardo Poletti. 


Por el PIT- CNT y el Sindicato Único Nacional de Trabajadores del Mar y Afines 
(SUNTMA), señores Richard Cabrera, Carlos Fagúndez, Marlen Marrero, Miguel 
Rodríguez, José Umpiérrez y Carlos Vega. 


Por la Unión de Trabajadores Molineros del Arroz y Afines (UTMAA), señores Luis 
Peralta y Milton Sienra, y por el PTE CNT de Cerro Largo, señor Daniel Acuña. 


Por el Sindicato Único Nacional de la Construcción y Anexos (SUNCA) y por los 
trabajadores de CNC (Compañía Nacional de Cemento) de Pan de Azúcar, 


Maldonado, señores Javier Díaz, Richard Ferreira, Fernando Correa, Juan Cuadrado y 
Homero López. 


Por la Unión Nacional de Trabajadores del Metal y Ramas Afines (UNTMRA), 
señores Augusto Míguez, Andrea de León, Ana Silva y Luis Vega, y por el sindicato 
de trabajadores de la empresa Laja, señores Fabricio Alboa, Waldemar Barreiro y 
José Michetti. 


SECRETARIO: Señor Francisco J. Ortiz. 


PROSECRETARIA: Señora Lylián Carballo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida al señor Prosecretario General de la Intendencia de Maldonado, doctor Álvaro 
Villegas, y al Subdirector General de Administración y Recursos Humanos, señor Miguel Abella. 


En su momento nos visitó una delegación del PIT- CNT, planteándonos el cese de dieciocho compañeras. 
Entendimos que podíamos buscar un ámbito de negociación que ayudara a descomprimir esa situación. Por 
ello nos ofrecimos para mediar. Nuestro interés no es transformarnos en un tribunal de alzada que dicte 
sentencia, que es algo que no podemos hacer. Queremos participar lo más alejados posible de la discusión 
política interna del departamento. En definitiva, buscamos una instancia que encuentre mecanismos de 
solución. 


La delegación de la central de trabajadores opinó que los ceses no estaban debidamente fundamentados por 
una reestructura de ciertas características. En principio, nosotros no vamos a opinar sobre este tema y reitero 
que nuestra idea es generar instancias, difiriendo la medida, que lleven a un ámbito de negociación en aras de 
una salida posible. Este es el rol de la Comisión y, en general, ante circunstancias como esta, eso es lo más 
productivo. Es decir que, básicamente, servimos como mediadores para un posible acuerdo. 


SEÑOR VILLEGAS (Álvaro).- Tuvimos la oportunidad de acceder a la versión taquigráfica del día 12 
de enero de este año y aunque no es voluntad de la Comisión ingresar en el tema de fondo, nos gustaría 
puntualizar, en primera instancia, la legitimidad de lo actuado por la Administración, dado que no 
podemos dejar pasar las manifestaciones que se hicieron en este ámbito. 


Las nuevas renovaciones de contratos se realizaron al amparo del decreto departamental N* 3881 -de orden 
presupuestal-, aprobado en la pasada Administración. Esta norma, que tuvo la iniciativa del entonces 
Intendente, señor Óscar de los Santos, en el literal b) del artículo 76 señala que el funcionario contratado “Es 
aquel que se incorpora para desempeñar tareas que por ser habituales, no revisten la calidad de 
extraordinarias o zafrales. Los funcionarios contratados permanentes con una antigúedad inferior a cinco (5) 
años renovarán automáticamente su vinculación funcional en los nuevos términos y condiciones, salvo que la 
Intendencia Departamental comunique al funcionario su voluntad de no renovarla con una antelación no 
inferior a quince (15) días respecto de la fecha de su vencimiento. Para los funcionarios contratados 
permanentes con una antigúedad superior a cinco (5) años regirá lo establecido en el artículo 26 del Decreto 
3828/07”. Para los funcionarios contratados permanentes, con más de cinco años de antigijedad, la norma se 
remite al estatuto del funcionario municipal, que prevé un procedimiento similar al de los presupuestados, 
salvo que no se exige la anuencia de la Junta Departamental. Y para los funcionarios con menos de cinco 
años de antigijedad, basta cumplir con un preaviso de quince días, de acuerdo con lo que establece la norma 
departamental. En este caso, todos los funcionarios a quienes no se les renovaron los contratos tenían menos 
de cinco años de antigúedad. Por ello el Ejecutivo cumplió en tiempo y forma con el preaviso estipulado en el 
Decreto departamental. 


Esta es la posición vigente de acuerdo con la normativa departamental y también con lo que ha sostenido el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo; en materia de no renovación de vínculos contractuales -como es 


el caso-, ha entendido, por ejemplo, en la sentencia del 19 de febrero de 2013, “...los funcionarios 
contratados no tienen derecho a la inamovilidad, ni a la carrera administrativa, ni al procedimiento de 
destitución aplicable a los funcionarios presupuestados, sino que frente al vencimiento del contrato que los 
une con la Administración, solamente poseen la mera expectativa de que ésta... les renueve su contrato". 
** ..es dentro de ese esquema que, la Administración actúa en función de su discrecionalidad, pudiendo 
decidir renovar o no el contrato al funcionario, sin necesidad de motivación adicional alguna". Por otra parte 
“la continuidad o permanencia en la función, no importa mudar la naturaleza jurídica de la vinculación 
funcional, que siempre sigue siendo contractual. Y, ello es así, en tanto el vencimiento del plazo contractual 


extingue automáticamente el derecho del funcionario contratado al ejercicio de sus funciones. ..'*. 


En la sentencia 563, de 22 de octubre de 2013 señala el TCA: “El actor, en tanto funcionario contratado, no 
tiene ningún derecho adquirido de la renovación del contrato, manteniendo una mera expectativa de una 
nueva contratación, y no un verdadero derecho. Tampoco tiene un derecho a que su recontratación se efectúe 
en similares condiciones; puesto que sus derechos emanaban del vínculo contractual y con éste se 
terminaban. Si el cambio de grado se produce, como consecuencia de la suscripción de un nuevo contrato; no 
nos encontramos frente a una 'retrogradación', sino ante una nueva relación funcional". 


Entonces, en primera instancia, y ante las apreciaciones que se hicieran en la anterior comparecencia a esta 
Comisión, debemos destacar la legitimidad de lo actuado. 


En segundo término, se están procesando en vía administrativa determinados recursos administrativos que se 
han interpuesto por parte de las personas a las que no se les renovó el contrato. Eso está siendo objeto de 
análisis en el área correspondiente, en la Dirección General de Asuntos Legales. 


Por otra parte, este es un tema que tenemos en la agenda de diálogo con Adeom. Adeom es la organización 
representativa más importante a nivel de los trabajadores de la Intendencia de Maldonado. Como el asunto ya 
está en la agenda, se canaliza a través de un ámbito de negociación, en este caso bipartito, con Adeom. 


Cabe destacar, en cuanto a la existencia, al accionar y a la representatividad de Adeom, que en el pasado mes 
de diciembre firmamos un convenio colectivo sobre diferentes puntos, salariales, de derechos, de beneficios, 
inscripto en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el que tuvo aprobación en diferentes asambleas que 
se fueron realizando a lo largo del departamento y de todas las áreas y secciones. Con esto quiero decir que 
existe un sindicato que funciona, que tiene representatividad, que está organizado y que defiende a sus 
afiliados y a los trabajadores de la Intendencia en general. Con ese sindicato es con el que se está procesando 
este tema, que está en la agenda de diálogo, entre otros, con la Intendencia de Maldonado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El espíritu de la Comisión no es dirimir el tema en términos jurídicos. 
Supongamos que no se trata de la Intendencia de Maldonado, sino de un frigorífico o de una empresa 
constructora. No estamos debatiendo la legitimidad jurídica de la decisión. En toco caso, si fracasan las 
instancias de negociación, eso se dirimirá en el terreno judicial. Lo que estamos tratando de generar 
son posibilidades, mecanismos de diálogo y de negociación que permitan resolver una situación que 
genera complejidad. 


A nosotros no nos quedan dudas de que Adeom es el sindicato más representativo. Lo primero que 
planteamos a la delegación cuando nos solicitó la entrevista fue que hubiera vínculo con el sindicato de 
referencia. Lo hemos mantenido en todas las circunstancias. Además, no es el más representativo; es el único 
sindicato que representa a los trabajadores y defendemos fervientemente la negociación colectiva. Por lo 
tanto, está claro que una salida a esto es con Adeom negociando en la mesa de negociación. Es más: siempre 
hemos mantenido que si hay críticas a la organización, deben plantearse en la interna de la organización, que 
es el ámbito que los trabajadores tienen para dirimir sus diferencias. 


Está claro que hay una valoración que la Intendencia hizo, fuera de lo jurídico -hay diversas opiniones en lo 
jurídico, pero no vamos a entrar en eso-, sobre la que hay distintas interpretaciones. Me refiero a si, para 
tomar la decisión del despido, se valoró lo suficiente el desempeño de las trabajadoras. Tengo una opinión 
formada del despido con y sin justa causa, no para los municipales, sino en general. De hecho, estamos 
trabajando en la reglamentación del Convenio N* 158 de la OIT que prohíbe el despido sin causa justificada, 
consideración que para la Organización Internacional del Trabajo es válida desde el año 1982, hace treinta y 
cuatro años. Es muy frecuente que la motivación de las circunstancias conflictivas sea medida sin las 


suficientes instancias previas de negociación colectiva. Y así como es válido que a una organización social se 
le reclame que agote todas las instancias antes de tomar medidas, también lo es que a la organización de 
empleadores, sea pública o privada, se le reclame que antes de tomar la medida más drástica, que es la de 
interrumpir el vínculo laboral, agote las instancias de negociación. Pero este no es un problema de la 
Intendencia de Maldonado, sino de todos los empleadores del país. Hemos intentado abordar este tema de 
una forma más general, sin entrar en consideraciones pequeñas. Si la Comisión puede, intentaremos ayudar a 
fortalecer las instancias de diálogo que ya existen, no necesariamente pidiendo a la Intendencia que retire de 
forma definitiva su resolución. Una posibilidad es que pueda retirarse de manera temporal, para que la 
negociación se dé sin la tensión que se da cuando el vínculo está interrumpido y se generan consideraciones 
como las que se hicieron. Por ejemplo, una trabajadora sostenía que le interrumpieron su función y que quien 
hoy la cumple había salido mucho peor que ella en el concurso del que participaron, y otra vio interrumpido 
su vínculo laboral estando embarazada. Todo esto genera sensibilidad. No estamos yendo a si la valoración 
que se hizo sobre el desempeño de las funciones fue acertada o no -de repente lo fue-, pero podemos ganar un 
espacio de algunas semanas que permita fortalecer las instancias de negociación que ya existen y que 
posibilite que la negociación se pueda dar de forma menos tensa, ya que esta situación genera dificultades 
para que el diálogo prospere de mejor manera o se puedan revisar las decisiones 


Como comisión podemos recomendar a la contraparte que baje el tono en el enfrentamiento para poder lograr 
una instancia de negociación lo más civilizada posible. Creo que no alteraría demasiado el funcionamiento 
del Municipio el hecho de tomarse algunas semanas y ello permitiría desarrollar una instancia de 
negociación. Muchas veces esto ayuda en la actividad pública o privada, aunque después el resultado del 
diálogo sea el mismo y se presenten los fundamentos con la firmeza y rigurosidad suficientes como para 
demostrar que no existía arbitrariedad ni discrecionalidad sino que, en definitiva, la valoración de desempeño 
que existía detrás de la decisión era objetiva. Si se quiere, esto es más fácil de demostrar en una circunstancia 
diferente a la del enfrentamiento que genera una situación de este tipo. 


El mecanismo es tratar de no entrar en los temas de fondo, por lo menos en principio, y ver si se puede 
generar un ámbito de negociación lo más civilizado posible del que, obviamente, tiene que participar el 
sindicato de base. Como comisión ofrecemos los oficios para ayudar a construir instancias de negociación. El 
año pasado hemos tenido el criterio siguiente: en poco ayudamos como comisión si solamente recibimos 
delegaciones y les reafirmamos su planteo. Podemos ayudar en más si aparte de recibir los planteos 
intentamos generar instancias que permitan contribuir a encontrar una solución. Por acá han pasado varios 
conflictos, tanto de la actividad pública como privada, y hemos contribuido, en algunos casos, a encontrar 
una solución. En otros no ha sido posible, pero esa es básicamente la intención. No es ir al fondo del 
problema ni al tema jurídico, porque lo jurídico será resuelto en los tribunales y este no es un tribunal. Esta es 
una instancia que no tiene capacidad de multar ni de tomar decisiones económicas, pero sí puede ayudar a 
que las negociaciones prosperen. Si las partes terminan entendiendo que no es necesario, no es necesario, 
pero esa es la intención de la comisión, además de quedar a la disposición de las partes para habilitar un 
diálogo que ayude a fortalecer las instancias internas. No nos vamos a meter en la interna que sabemos tiene 
el grupo de trabajadores cesados con su sindicato, ni en las consideraciones políticas sobre qué votaron los 
trabajadores ni para quién militan, que sabemos ha sido parte del debate público en Maldonado; no es ese el 
punto en el que podemos afirmarnos como comisión. En todo caso, iremos a lo más objetivo. El motivo del 
cese, que es una valoración de desempeño deficiente, ¿está suficientemente demostrado? Si está 
suficientemente demostrado, trataremos de encontrar los mecanismos que habiliten, vía negociación colectiva 
y diálogo, a la resolución, pero no es interés nuestro cuestionar a Adeom, ir al fondo de la legitimidad ni 
imponer soluciones. En todo caso es, sí, reitero, instalar instancias de diálogo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO (Nelson).- Me tocan las generales de la ley porque soy del 
departamento de Maldonado y porque, más allá de que no se hagan consideraciones políticas, es un 
intendente de mi partido el que está gobernando. Cuando se tomó la decisión, como representante 
nacional tuve mis contactos con la administración a los efectos de conocer de primera mano cómo era 
la situación y cuáles eran los fundamentos de la medida que se había tomado. En la conversación se 
llega siempre al tema jurídico pero, independientemente de eso -yo no estuve en la comisión el día que 
vino el PTT- CNT a plantear este tema-, leyendo la versión taquigráfica de la reunión veo que hay 
referencias sobre la legitimidad. No me voy a poner a defender la legitimidad o no del sindicato, que 
tiene su interna, que es importante, pero debo decir que las autoridades que están haciendo la 
dirección sindical de Adeom Maldonado fueron electas por los trabajadores y están en plenas 
facultades de ejercer sus funciones. Tanto es así que han firmado un convenio colectivo que ha sido 


inscripto en estos días -seguramente los invitados nos hagan llegar una copia para que quede en la 
comisión- y, como ha manifestado el doctor Villegas, una mesa de diálogo en la que están conversando 
las autoridades de la Intendencia con Adeom, intentando buscar caminos alternativos, si es que los hay, 
para procesar debidamente esta situación que, volviendo al tema jurídico, ha contado con todas las 
garantías y el debido proceso que marca la resolución del decreto del pasado gobierno departamental. 
La situación es un poco extraña en el sentido de que hay un sindicato negociando. Me llama la atención 
que el PIT- CNT pueda dudar de la representatividad del sindicato y decirlo acá suelto de cuerpo. Los 
que dan la representatividad son los trabajadores, que votaron en elección secreta y libre. Cada uno 
tendrá su opinión y me parece que no debe ser la Central la que tome partido o pueda catalogar la 
representatividad o no de un sindicato. Los invitados están en una situación incómoda porque están 
negociando, están trabajando con quienes representan a los trabajadores municipales y obviamente 
siempre van a llegar al fondo jurídico, porque están en una mesa de negociación. Quería dejar estas 
consideraciones para que constaran en la versión taquigráfica porque en la versión de la reunión 
anterior hay varias alusiones a la legitimidad o no de los ceses. Se dice que entraron por sorteo o por 
concurso. Es verdad, entraron por sorteo o por concurso pero la administración, si está en proceso de 
reestructura, tiene la facultad legal para analizar y tomar las decisiones.A ninguno de nosotros nos 
gusta esta decisión, pero obviamente la Administración tuvo sus fundamentos para tomarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando recibí a las compañeras en mi despacho, lo primero que les planteé 
fue convocar a Adeom. De hecho, llamamos a Adeom para invitarlo a esta comisión. Después 
plantearon que tenían dificultades de agenda para poder venir. 


Nos caracterizamos por respetar la conducción sindical. Si miramos atrás, no es nuestra costumbre salir a 
erosionar la representatividad de los trabajadores. Tal como dijimos, en las instancias que armemos tiene que 
participar Adeom. Somos de los que creemos que los problemas en la interna del sindicato se resuelven en la 
organización sindical. A veces hay dificultades para reconocer la representatividad sindical. Yo provengo del 
mundo sindical. En la última elección que participé para elegir la conducción sindical votaron más de 36.000 
trabajadores. Aún así, en ocasiones todavía se cuestiona la representatividad sindical. Hay una tendencia muy 
fuerte en ese sentido. 


Como hemos aclarado a la delegación de trabajadores, no es la Comisión de Legislación del Trabajo la que 
va a dirimir la interna de un sindicato. 


Cerca de fin de año vino la Federación Nacional de Municipales por un problema instalado en Lavalleja en el 
marco de la negociación colectiva. En esa oportunidad intentamos construir instancias de negociación. No 
salimos a hacer apreciaciones políticas de la interna de Lavalleja, ni acá ni en ese departamento, el cual 
visitamos en esos días. Creemos que el rol que queremos jugar como comisión se entorpecería si hiciéramos 
apreciaciones políticas. Nadie acá es asexuado: todos tenemos definiciones políticas e ideológicas. Eso fue lo 
que hemos intentado hacer -y yo creo que bien-, desde que abordamos el primer problema, en la Intendencia 
de Salto. 


El miércoles pasado estuve con los compañeros de Boreal. Como recordarán, fue uno de los primeros 
conflictos que atendimos vinculados con la interrupción laboral de los trabajadores del transporte con la 
Intendencia de Rivera, que se resolvió de muy buena forma. 


Como comisión intentamos no ir al fondo del asunto para no entorpecer la negociación, sino contribuir a 
fortalecerla. Por lo tanto, no negamos los ámbitos de negociación que existen. Si se encauzan y si resuelven, 
mejor. No es nuestra tarea meternos en la interna de la central de trabajadores con un sindicato de base. Más 
allá de dirimir términos legales, estas circunstancias vinculadas con la interrupción de trabajo, tienen 
determinada sensibilidad. Cuando el problema llega a la comisión, vemos cómo podemos ayudar a encontrar 
una salida en la cual las partes se vean contempladas. Podríamos sacarnos las ganas de dar nuestro 
posicionamiento político, pero no contribuiríamos a ayudar a que la negociación se instale. Si la negociación 
madura y se resuelve sin la intervención de la comisión, mejor. El objetivo nuestro no es aparecer en la foto: 
es tratar de fortalecer las instancias que existen, en una negociación que es compleja. Es claro que entre los 
involucrados y las partes que representan hay determinados niveles de dificultad que hace que la negociación 
sea compleja, pero no es algo que inventamos nosotros, ni que se nos ocurrió. Básicamente es una 
apreciación objetiva de la situación. Además de las razones jurídicas, parecería que hay razones de 
evaluación de desempeño fundadas. Quizás no hubo tiempo suficiente para fundamentar que esa evaluación 


de desempeño efectivamente no habilitaba otra salida que la interrupción o no renovación del contrato. Es 
una opinión personal. 


La delegación comentó que había una persona con discapacidad vinculada al cese. Este es un elemento de 
una sensibilidad extrema. 


Mientras esté este lío nos vamos a ahorrar hacer consideraciones políticas, porque no van a ayudar; todo el 
mundo las está haciendo. No vamos a agregar ninguna consideración política nueva. Con el diputado 
Ezquerra nos hemos planteado visitar Maldonado y ver si podemos conversar con las partes a los efectos de 
generar alguna salida que lastime lo menos posible a las partes que están negociando. Para servir a esos 
propósitos el esquema que nos hemos planteado ha sido este. 


SEÑOR ABELLA (Miguel).- En primer lugar, quiero aclarar que la Administración no participó en 
ningún debate político. La Administración no salió en ningún momento a hablar de este tema en 
ningún medio ni participó en ningún debate político por el tema del cese de los contratos. 


En segundo término, nos tomamos seis meses para estudiar la situación. 


En tercer lugar, entre los dieciocho cesados, no hay ninguna persona con discapacidad. 


SEÑOR VILLEGAS (Álvaro).- Cuando hicimos referencia al tema jurídico es porque un señor 
representante nacional que hoy no está presente en la comisión, habló expresamente de que se habían 
eliminado derechos legítimamente consagrados. Es nuestro deber, ante ese tipo de manifestaciones y 
prejuzgamientos, aclarar el marco en el cual se dio y hacer referencia a las condiciones de legalidad en 
las cuales se dictó el acto administrativo que dispuso, no el despido -acá no estamos hablando de un 
despido-, sino la no renovación de contratos. 


En cuanto al tema de la negociación, entendemos las consideraciones que hace el presidente en cuanto a crear 
un ámbito o facilitar un diálogo, pero ese ámbito y ese diálogo ya está instalado con un sindicato con el cual 
vamos a tener que relacionarnos durante los cinco años, al cual no podemos ningunear. Es nuestro 
interlocutor; esto se lo dijimos a los representantes de la mesa intersindical cuando fueron a la Intendencia a 
plantear este tema. Les manifestamos que nuestro interlocutor era Adeom y que perfectamente ellos se podían 
integrar con Adeom en esa agenda que tenemos marcada. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson).- No es la única Intendencia que nos ha visitado con este 
problema. Siempre hemos tratado de proponer el diálogo y nos ponernos a las órdenes para colaborar. 
Sin duda, el que lo ve de afuera pone paños más fríos. Inclusive, después de ver la reiteración de casos, 
uno tiene más ideas para proponer. 


Tuvimos el caso de Salto que capaz fue bastante más difícil que este porque se hicieron alusiones políticas 
fuertes. Nosotros no fuimos a participar, sino a mediar y a proponer. En aquel momento propusimos - 
lamentablemente no se llevó adelante- un bolsón para que ante una eventual nueva contratación estuvieran en 
los primeros lugares de la lista de espera los funcionarios que hasta el momento no precisaban. La idea es 
ponernos a las órdenes para colaborar. Y como comisión nos vamos a tener que llevar un deber que es aclarar 
los tantos. Existen varios casos en los que no está tan clara la situación. Por lo tanto, debemos analizar si el 
contratado es una forma para quedar permanente o si no lo es, y si puede ser sustituido por otra persona si no 
cumple con su función. En la cultura uruguaya está instalada la seguridad que da el trabajo público. Es más, 
aun sabiendo que tiene un contrato a término, el funcionario siempre tiene la expectativa de quedar 
trabajando en forma permanente. Me parece que como sociedad tenemos que analizar esta circunstancia 
porque genera muchas problemáticas. Nosotros conocemos estas situaciones porque se reiteran en muchas 
otras instituciones; por ejemplo, hemos recibido a funcionarios del Banco de la República con la misma 
problemática. Por lo tanto, no es algo puntual de la Intendencia de Maldonado. 


Reitero que vamos a tener que discutir si cada vez que realizamos un contrato se genera un derecho de 
permanencia a los trabajadores. La Comisión de Legislación del Trabajo va a tener que encarar este asunto y 
llegar a un acuerdo para resolverlo. 


SEÑOR VILLEGAS (Álvaro).- Nosotros estamos al tanto de las iniciativas que expresó el señor 
presidente en cuanto a que en el ámbito privado los despidos se procesen con causa justificante y que se 
motive que así se haga. 


En este caso, en el ámbito público de la Intendencia de Maldonado, existe una norma con rango legal, con 
fuerza de ley en su jurisdicción, que fue impulsada por el entonces intendente Óscar de los Santos en su 
presupuesto quinquenal, que delimitó claramente los alcances de la vinculación contractual entre los 
funcionarios contratados y la Intendencia. Además, estableció un límite temporal de más cinco años y menos 
cinco años. Este es el caso de menos de cinco años y se estableció una cláusula de preaviso, que nosotros 
cumplimos meticulosamente. 


Con anterioridad, la Intendencia tenía vínculos contractuales por escrito y no establecidos estatutariamente 
como están ahora, en los que también se establecía una obligación de preaviso. Es más: durante los dos 
períodos anteriores de Gobierno se anularon ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo varios ceses, 
precisamente, porque la administración del ex intendente de los Santos no cumplió con las garantías y con las 
formas establecidas en los contratos, por ejemplo, con el preaviso de quince días. Esa vulneración de 
derechos, que fue establecida por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, tuvo como conclusión que se 
recogiera el término del preaviso en el ámbito no del contrato, sino de un decreto departamental. Es así que 
en el Decreto N* 3881 se establece la norma de cumplir con el preaviso de quince días, de notificar la no 
renovación o el cambio de circunstancia de relacionamiento entre el funcionario y la Administración, y fue lo 
que en este caso se cumplió. Se dictó un acto administrativo, se notificó dentro del preaviso, por lo cual se 
actuó conforme a derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer dos breves consideraciones. 


En primer lugar, cuando digo que el tema está enredado en consideraciones políticas es porque es un dato 
objetivo. Yo escuché a las dos partes. Escuché al intendente sostener en una conferencia de prensa que en 
definitiva se trataba de militantes del sector tal del Frente Amplio y que eso generaba dificultades. También 
escuché a la contraparte hacer consideraciones políticas menores en la interna de un tema que es laboral. No 
quise prejuzgar. 


Voy a repetir casi que para santiguarme lo siguiente. Nosotros no planteamos instancias de negociación sin la 
organización sindical, ni en este caso ni en ningún otro. Cada vez que han venido representaciones que 
intentan instalar un ámbito por fuera de la organización sindical, les decimos que vayan a su sindicato y que 
se afirmen en él. Cuando recibimos a estas compañeras, lo primero que les dijimos fue que invitaran al 
sindicato y que este fuera el interlocutor. Llamamos a la Central y le pedimos que convocara a Adeom, 
porque tiene que estar invitado. Tenemos esta convicción en todas las instancias, nos guste la conducción 
mucho o poco. Lo mismo sucede con las representaciones empresariales. Por ejemplo, hace poco tiempo 
tuvimos una circunstancia con el Colegio Gabriela Mistral, que trajo una representación de trabajadores que 
aparecía como paralela al sindicato de base y opinamos igual que lo que opinamos ahora. No tenemos una 
doble contabilidad. 


En segundo término, quiero decir que si hay una instancia de negociación es porque se entiende que hay algo 
para negociar, más allá de que no esté la Comisión de Legislación del Trabajo. Repito: esta Comisión no 
tiene intención de protagonismo. Saludamos que haya una instancia de negociación, pero cuando uno entra a 
ella no lo hace solamente para sentarse encima de su posición y defenderla como si fuera un principio 
religioso o ético, sino que debe entender las razones de la contraparte y buscar un acuerdo con las dos 
miradas y construir una salida de negociación colectiva. Nosotros planteamos con claridad a la Central de 
Trabajadores y a las compañeras que se debía invitar a Adeom como contraparte, porque así debe ser en la 
negociación colectiva. 


Como es sabido, todo el mundo puede hacer las consideraciones políticas que entienda pertinentes, pero si en 
algún momento se tranca alguna instancia de negociación, nos ponemos a las órdenes para encontrar la mejor 
solución posible, no para sustituirla, negarla, ni para hacer consideraciones políticas menores, sino para 
fortalecerla, que es lo más productivo que podemos hacer. 


SEÑOR VILLEGAS (Álvaro).- Tomamos nota de la disposición de la Comisión. 


Cuando el señor Miguel Abella hacía referencia a que la Administración no era la que había politizado el 
tema, seguramente, se estaba refiriendo a que en diciembre se convocó a una marcha de repudio a esta no 
renovación de contratos, y dentro de los puntos estaba, por ejemplo, la suba del boleto, el relacionamiento de 
la Intendencia con las cooperativas sociales; es decir, una serie de puntos que excedían estrictamente el tema 
funcional. 


En la instancia bipartita con Adeom lo primero que se vuelca es la información. En cualquier instancia 
bipartita lo primero que tiene que hacerse es informar al sindicato de las situaciones particulares. En este caso 
hay situaciones de programas comunicacionales que no se han seguido y actividades que no se están 
realizando; es decir, hay una serie de particularidades que justifican en forma diferencial cada una de las no 
renovaciones de contratos. 


Agradecemos la buena disposición por habernos recibido en la mañana de hoy y quedamos a las órdenes. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La exposición ha sido muy clara. 

Agradecemos su presencia y quedamos a su disposición. 

(Se retiran de sala las autoridades de la Intendencia de Maldonado) 


(Ingresa a sala una delegación integrada por representantes de la Federación de Trabajadores de la 
Industria Láctea -FTIL- y de Calcar) 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a los señores Mario Álvarez, Hugo Baldi, Luis 
Guigou y Eduardo Poletti, en representación de Calcar; y a los señores Heber Figuerola, Mario Beschizza y 
Roberto Molfino, en representación de la Federación de Trabajadores de la Industria Láctea. 


SEÑOR GUIGOU (Luis).- Agradecemos la deferencia de habernos recibido. 


Queremos expresar una preocupación que ya venimos planteando en el Ministerio de Trabajo y en diferentes 
ámbitos, que tiene que ver con la coyuntura que estamos viviendo en el sector lácteo. Hay productos que han 
bajado hasta un 70% en el mercado internacional -lo que genera una situación puntual; esperemos que se 
revierta rápido-, lo que representa la baja más grande en cuanto a precios de productos lácteos de su historia, 
ya que siempre se manejaba una variable de entre el 20% y el 30%. Frente a esto, como gremio, tenemos una 
situación complicada en la empresa, pero como sector entendemos que es necesario tomar una serie de 
medidas que amortigiien esta situación, que afecta a todo el sector, tanto a productores e industria, como a 
trabajadores. Lamentablemente, hemos tenido que salir a defender seiscientos puestos de trabajo que ya no 
tenemos en la industria: no queremos ser los siguientes. En 2006, ya se planteó por parte de la Federación de 
la Industria Láctea la necesidad de contar con una bolsa de trabajo o de encontrar otro mecanismo que oficie 
de amortiguador de esta situación y, por lo menos, permita que el saber obrero de la industria láctea se 
mantenga en el sector, de manera que el trabajo de los trabajadores del sector vaya hacia donde va la leche. 
Entendemos que esto es fundamental. 


Reitero: hay seiscientos trabajadores involucrados que quedaron fuera de la línea de trabajo, más otro tanto 
en el sector del transporte y en los tambos que se van cerrando. Esto es en el ámbito general. Quizás, los 
compañeros de la federación puedan agregar algunas medidas para proteger el trabajo y para que sirvan de 
amortiguador en algo que el señor presidente del Inale dijo que iba a ser cíclico. Probablemente, esta 
coyuntura se repita en algunos años. No queremos que nos tome desprevenidos y en las mismas 
circunstancias. 


En cuanto a la situación de Calcar, queremos trabajar en conjunto con los productores: ellos venden materia 
prima y nosotros mano de obra; sin embargo, todos dependemos de la industria. Queremos que se abran 
nuevas líneas de crédito, sobre todo para las cooperativas y las pequeñas empresas. Sabemos que estamos en 
una situación complicada por la venta de productos a Venezuela, algo que no se termina de cobrar. Todos los 
días sale en la prensa que se va a cobrar, pero no es así. Con esta coyuntura de los lácteos a nivel 
internacional, cada vez se hace más complicado el tema. Entonces, es necesario un empujón. 


Nosotros apostamos de lleno al sistema cooperativista. Uruguay es el segundo país de las Américas en 
cantidad de cooperativas por habitante. Eso permitió que la clase media de Uruguay sea la más alta de 
Latinoamérica, y nosotros queremos apostar a eso. Como trabajadores, también somos cooperativistas en 
muchos aspectos: pertenecemos a alguna cooperativa de ahorro y crédito, de ventas de insumos, etcétera. 
Creo que la gran mayoría de los uruguayos pertenecemos a ese sistema y queremos defenderlo; sobre todo, 
apoyamos la industria nacional. 


A su vez, sentimos la necesidad de que en estos casos haya respaldo para evitar asimetrías. Hay empresas 
más grandes que pueden defenderse mejor o que cuentan con cierto respaldo, pero hay otras más chicas -que 
también son cooperativas y que tienen un valor social muy grande- que no tienen las mismas capacidades. 
Sería bueno que el Banco de la República -quizás los señores legisladores puedan mover algún mecanismo- 
pudiese apoyar a las pequeñas empresas y cooperativas uruguayas. 


SEÑOR FIGUEROLA (Heber).- La Federación de la Industria Láctea agradece a la Comisión por recibirnos. 
No es la primera vez que venimos a plantear distintas situaciones de la industria láctea. 


Hoy, más allá de que para nosotros la situación de la industria láctea es coyuntural, producto de varios 
factores a nivel interno y externo en función de la variable de los precios internacionales, entendemos que 
hay una perspectiva muy importante habida cuenta de que en nuestro país el sector lácteo es estratégico. En 
ese sentido, a partir de algunos informes de organismos nacionales y demás, e inclusive de un estudio 
realizado por el Instituto Cuesta Duarte, se entiende que a mediados de este año comenzaría a repuntar el 
mercado externo. 


En esa coyuntura, muchas empresas han apuntado fundamentalmente a preservar el mercado interno. Si bien 
representantes de algunas empresas en forma permanente plantearon que el mayor porcentaje de la 
producción debería exportarse, nuestra Federación siempre insistió con que tenía que haber equilibrio entre el 
mercado externo y el interno, más allá de que el porcentaje mayor debería ser destinado al interno. A su vez, 
se aconsejó la diversificación de la producción y los mercados en cuanto a no apuntar a un solo mercado 
externo, ya que en otros momentos tuvimos malas experiencias, como el efecto tequila y el efecto samba, que 
se dieron con México y Brasil. En ese sentido, es aconsejable abarcar los diferentes nichos de los mercados 
internacionales entendiendo que hay una situación general complicada, habida cuenta del sobrestock de 
China y de los aranceles que en el caso de Nueva Zelanda es prácticamente nulo, lo que dificulta la 
competencia. 


En cuanto a la preservación del mercado interno, entendemos que Calcar lo descuidó ya que para eso hay que 
generar valor agregado a nivel de la empresa y no tomar la decisión de importar. Por ejemplo, hasta hace 
poco se importaba manteca de Argentina lo que resulta incomprensible para una empresa que está con 
dificultades. Ni qué hablar de lo que implican las tercerizaciones y demás, que ha planteado la empresa. Ha 
habido propuestas por parte de los trabajadores para preservar el mercado interno, que está topeado. Es decir 
que no hay posibilidad de crecer y además es muy codiciado. Tanto es así que actualmente Lactalis pretende 
quedarse con el 25% de ese mercado. 


En definitiva, esas son las medidas que se deberían haber tomado para que la situación no se convierta en una 
crónica de una muerte anunciada. Hay seiscientos trabajadores en el camino y si bien hubo paliativos y se 
está trabajando en un estudio de factibilidad en el caso de los compañeros de la ex Parmalat, no hubo una 
solución de fondo a través del Estado. Es decir, que hubo algunos paliativos como la prórroga de seguro de 
desempleo, etcétera, pero no hemos logrado concretar un registro de trabajo, porque la posición de la Cámara 
de la Industria Láctea del Uruguay fue negativa. 


Frente a todo esto, creemos que se tienen que tomar medidas, pero no pasa solamente por la reducción de 
costos en cuanto a usar como ecuación la variable del salario de los trabajadores y el precio de los 
productores. Entendemos que una empresa que tiene dificultades no puede bajar el precio al productor y que 
eso implique una corrida de productores, porque por lógica no se debe matar la gallina de los huevos de oro. 
Creemos que se tiene que aumentar la competitividad, pero no con esa lógica, sino a la alta y discutir 
continuamente con el movimiento sindical. 


La Federación está trabajando en la defensa del sistema cooperativo y nos parece que algunas cuestiones que 
se han dado en los últimos días no pasan por buscar los resultados en forma corporativa, sino que cuando 
hablamos de la cadena láctea y la lechería corporativa deben estar todos los sectores involucrados, es decir 


los productores, los trabajadores, los industriales y el Estado. En ese marco, existe una mesa sectorial que 
pretendemos que funcione mejor ya que hasta ahora no ha dado los mejores resultados. No obstante, 
saludamos la iniciativa de instalar la mesa sectorial, aunque creemos que debe haber un compromiso más 
fuerte por parte del Estado. 


En ese sentido, hemos presentado un proyecto de modificación de la ley de promoción de inversiones, y en su 
momento hubo un compromiso de parte del Gobierno de discutirlo. Además, el Instituto Nacional de la Leche 
presentó una propuesta alternativa a esa ley. Estas cuestiones están en el debe y por eso entendemos que es 
importante el abordaje entre todos los actores sociales para salir de esta situación. 


Días pasados hubo una instancia de discusión en el Parlamento y creemos que debe haber un amplio debate 
con las propuestas de los diferentes sectores, es decir los productores, los industriales y los trabajadores. Esta 
es la propuesta que queremos dejar en este ámbito. 


SEÑOR POLETTI (Eduardo).- También nos preocupa la situación de la empresa Calcar. Dentro de la gestión 
hay un crédito de expansión que consta de tres etapas. Actualmente se está en la primera. En base a esta crisis 
y a la falta de pago con Venezuela, se compromete la situación laboral de los trabajadores. Se podría decir 
que, hoy en día, Calcar está en el medio del río y necesita un empujón para terminar una etapa dentro de ese 
crédito, que es el que también nos asegura la fuente de trabajo. Debido a esta inversión y a la coyuntura que 
se da en el momento, Calcar se encuentra bastante apretada. Además, la falta de pago ha generado recortes 
dentro de la empresa, que siempre vienen de mano de los trabajadores; siempre es precarizar la fuente de 
trabajo. 


En cuanto a las tercerizaciones, en la empresa Calcar también se han precarizado fuentes de trabajo, ya que 
cierta leche se ha derivado a Lactal y a Indulacsa. Esto hace que las fuentes de trabajo sean menores, que 
comience a sobrar gente y, por lo tanto, sean enviados al seguro de paro o despedidos. 


También pedimos que haya una ley que proteja la remisión de leche. Debido a los precios, hoy en día los 
productores se están yendo, lo que afecta la empresa y los trabajadores. Además, se necesita un control para 
el tambo y las empresas chicas. Si bien en el macro entendemos que la lechería está creciendo, en el interior 
los tambos chicos cierran, porque no les da ganancia o porque no les da con el precio de las empresas a las 
que remiten. Eso también es una precarización de trabajo, ya que el trabajador rural se queda sin trabajo y la 
empresa chica en el interior comienza a cerrar, lo que genera una repercusión o una crisis en el interior 
bastante importante, porque no tenemos tanta industria ni tantas fuentes de trabajo. 


También entendemos necesario tener cierto parámetro dentro de la monopolización de la lechería. Hoy en día 
se está apuntando a un monopolio. Las empresas comienzan a cerrar, los mercados se cierran y las empresas 
chicas no tienen competencia frente a las grandes. Nosotros pedimos un equilibrio para tener un subsistir 
diario y una fuente de trabajo, y que las empresas chicas subsistan tanto como las grandes. 


Además, queríamos solicitar un subsidio a las empresas chicas o a los trabajadores, así como se hace en el 
ámbito de la industria de la bebida. Sabemos que se otorgan subsidios al grupo Ambev. Nosotros creemos que 
se puede innovar dentro de la industria nacional de leche, a fin de proteger también el patrimonio que hoy en 
día tenemos: el agro, el productor lechero y la mano de obra uruguaya. En este último tiempo se viene 
generalizando en el mundo el monopolio y las multinacionales, lo que también precariza el trabajo de la 
industria uruguaya, la mano de obra, y lleva a que bajen los salarios. Eso es lo que, desde el interior, 
entendemos que nos afecta de gran manera. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson).- Sin duda, esta temática es importante. 


Quisiera pedir que se profundice un poco más sobre las causas que afectan, a fin de saber a dónde apuntar. 
Normalmente, los que están en la realidad son los que conocen y nosotros tenemos que ir aprendiendo cada 
vez que escuchamos una campana. Esta es la visión que hay que tener en la mesa de diálogo -creo que 
estamos de acuerdo al respecto-, porque hay que tomarlo como una producción estratégica e importante. Nos 
estamos desindustrializando y se nos están escapando los productores. Pienso que, de ambos lados, tiene que 
haber conciencia, porque acá hablamos de perder seiscientos puestos de trabajo, pero estuvimos un mes y 
medio sin controles sobre la leche y podíamos haber perdido toda la industria si se contaminaba, lo que 
hubiera sido una irresponsabilidad total de algunos compañeros. Tenemos que jugar para cuidarnos entre 


todos, a fin de mantener la industria. Debemos ir tomando conciencia de poco para fortalecernos, cuidarnos y 
mantener los equilibrios; debemos encontrar soluciones rápidas. 


En cuanto al tema de Venezuela, tengo una postura bien clara. Me parece que debemos tener una visión 
económica de país. Creo que todo es cíclico en todos lados. Venezuela también es cíclico y algún día se va a 
levantar. Estoy convencido de que el gobierno tiene que jugar, cubrir y generar una buena financiación a 
futuro a Venezuela con intereses, como lo hacen con nosotros otros bancos del mundo, como los bancos 
internacionales. Algún día Venezuela nos pagará y seremos rentistas como muchos países que nos cobran 
intereses. Creo que el precio del petróleo, claramente, afectó la economía de Venezuela. No es un capricho. 
Nosotros debemos hacer lo mismo que los países que tienen un poderío económico. Uruguay tiene que jugar 
de esa manera. Es cierto que nos dieron muchas cosas, como una condonación y yo, en su momento, capaz 
que con una visión de bolichero del interior, también hubiera peloteado para adelante con cierto interés y 
cobrado una renta. Me parece que es lo más inteligente que puede hacer el gobierno, porque por más que 
pataleemos Venezuela vive una realidad económica de la que tenemos que ser conscientes. No podemos ser 
más realistas que el rey. Es un tema de sentido común. Para mí hay que tomar una medida anticíclica de la 
desindustrialización que estamos viviendo, para mantener la industria y las fuentes laborales, haciendo el 
pago, pero también generando una ganancia para el país, mirando a largo plazo. Me parece que ese es el 
camino. Podrá servir mi opinión o no, pero creo que es la manera de salir de este meollo. 


Estamos a las órdenes en lo que precisen, para realizar consultas, aportar ideas o lo que sea. 


SEÑOR BESCHIZZA (Mario).- En cuanto a la ley de inversiones, los empresarios que vienen de afuera no 
tienen ningún compromiso. Así pasó con Schreiber y Ecolat, que dejaron a seiscientos trabajadores; no solo 
es esa cantidad porque a uno por trabajador son mil doscientos, más el boliche de la esquina, la farmacia, el 
supermercado o lo que fuera. Queda mucha gente con problemas económicos. Hicimos propuestas, pero no 
hemos obtenido respuesta. El gobierno quedó en contestar y estamos a la espera. 


Por otra parte, el sistema cooperativo tiene muchos años. Empezó en la década del cuarenta, con Conaprole y 
después surgieron otras cooperativas. Creemos que es lo mejor que hay para el sistema industrial. Ahí está 
Lactalis que para nosotros es un dolor de cabeza porque sabemos que viene a jugar, a destruir el sistema 
cooperativo. Como pasó con Ecolat y Schreiber, no les gusta la cara de cierta gente, no les gusta el sindicato, 
no les gusta que le protesten y se van porque no tienen compromiso con el país. La mesa sectorial arrancó 
bárbaro; contaba con el compromiso de los Ministerios de Industria, Energía y Minería y de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, pero todo se fue desflecando. Quizás sea culpa nuestra. Tenemos que hacer una 
autocrítica; tal vez estábamos imbuidos en los diferentes problemas de la industria. Esa mesa se ha 
minimizado, se ha quedado. Planteamos que se reinicie, como se hizo en primera instancia. 


En cuanto al ganado lechero, se ha mejorado mil por mil. Las producciones que hay en la industria láctea van 
mejorando cada año. 


En cuanto al sistema tercerizado, desgraciadamente sus trabajadores perciben un sueldo mínimo, muy por 
debajo de lo que está pagando la industria. Estas cooperativas o empresas multinacionales utilizan la 
tercerización a través de una cabeza, que lleva la mayor tajada y los trabajadores reciben un sueldo precario. 
Todos necesitamos trabajar, pero desgraciadamente esa gente no tiene ninguna defensa ante cualquier 
atropello de los empresarios. 


SEÑOR ÁLVAREZ (Mario).- Aclaro que soy primerizo. Nunca vine acá; me puedo equivocar. Antes de 
pensar en una ayuda económica a Venezuela, ayudemos al productor, al tambero, que ponen las casas, 
las chacras, las vacas; empeñan todo. Ayudemos a las fábricas nacionales, a las cooperativas. Calcar 
está en una situación difícil por querer crecer, por confiar en el país. Calcar quiso crecer y compró una 
planta nueva en Tarariras. Quiso salir adelante con la leche en polvo, pero no llegó. Quedamos a mitad 
del río. 


Pedimos ayuda al gobierno. Tiene que ayudar a Calcar, a las empresas. Antes de ayudar a un país hermano, 
ayudémonos entre nosotros a salir de este agujero para que los trabajadores tengan trabajo y las empresas 
sigan. Los otros días, me encontré con compañeros que tienen veinte o veinticinco años en la empresa de 
Tarariras y hablábamos de que hemos pasado por cinco empresas diferentes: Valle, Sauce, Mantova, Caprolet 
y ahora Calcar. Me puedo olvidar de alguna. Los trabajadores me preguntaban: “¿Me llegaré a jubilar?” Hace 


veinticinco años que trabajan y están pasando de todo. Este puede ser un momento trágico para todos los 
trabajadores. 


Por otro lado, leemos los diarios y vemos que preguntan: “¿Calcar cierra o no?” El otro día, el señor diputado 
Roselli se preguntaba: “¿Qué hacemos en marzo? ¿Qué va a hacer esta gente? La leche ya no tiene valor. 
¿Secan las vacas? ¿Se van para Conaprole?”. El otro día en Pili me decían: “Acá estamos recibiendo 105.000 
litros de leche”. Están igual o peor que nosotros. A los compañeros de Goinca en Cardona los llamé y les 
pregunté: “¿Cuánta leche entra?”. Hace unos meses entraban 500.000 litros de leche; ahora les quedan 
140.000 litros. Están en una situación compleja. Calcar tiene 150.000 litros de leche. 


Los tambos están cerrando. Hay que abrir los ojos ahora -habría que haberlos abierto ayer- porque la 
situación está cada vez peor. Nos quedamos sin trabajo. Va a quedar gente en la calle. 


Los otros días, fuimos a saludar a los pocos compañeros de Ecolat que van quedando y me decían que no 
sabían qué hacer con los gurises porque empezaban la escuela y no tenían ni para comprarles championes. 
Hace cinco meses que están en seguro de paro, pidiendo prórrogas. Están desesperados. 


Nos tenemos que ir de acá con leyes nuevas, con algo que frene la situación, con ayuda del gobierno. Esto es 
horrible para los trabajadores. 


Por otra parte, hay que exigir más al Inale; que vea por qué los productores cierran el tambo. Hay que exigir 
al gobierno más ventas. Si sabemos que Venezuela no es el camino, vamos para otro lado. El mercado interno 
ya no puede más. Todas las empresas apuntan al mercado interno y somos tres millones de habitantes. 
Además, le abrimos las puertas al mercado argentino. Eso también está matando a las fábricas nacionales. 


Lo que pasa en Tarariras y en Carmelo es muy triste y amargo. Lamentablemente, Colonia está 
desapareciendo. Lo que pasó con Ecolat -que dejó a seiscientas personas- va a pasar en Tarariras y en 
Carmelo, que somos más de trescientos trabajadores. A esto hay que sumar a los productores, a los tamberos, 
a los bolicheros y a los almaceneros. Cuando queremos acordar, es mucha gente. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson).- No sé si quedó claro lo que opiné. Me parece que hay que 
cubrir la deuda de las empresas. El gobierno tiene que sacar ventaja de lo que va a cubrir. Como 
vamos a poner ese dinero y el país está en esa situación, debemos planificar, mirar para adelante y 
hacer que el país genere una ganancia de la inversión que hizo; lo haga el Banco de la República o el 
Banco Central. 


Quizás no se interpretó mi planteamiento. A veces, invertimos y no ponemos materia gris para sacar ganancia 
de la inversión que se hace como país. Acá hay que cuidar el interés de la empresa y también el del país. Son 
momentos históricos y como país nos tenemos que posicionar para sacar una rentabilidad por adelantar 
dinero. Hay que cubrir la parte interna y negociar como país para sacar ventaja de una situación, a efectos de 
generar ganancias en el futuro. No sé si fui claro, pero esto es lo que pienso, porque creo que no se había 
interpretado mi postura. 


Estoy totalmente de acuerdo con lo que planteó. Además, es importante conocer las causas, porque desde acá 
no resolvemos, porque no somos parte del Poder Ejecutivo. A veces, somos creadores de opiniones y es 
bueno que podamos hacer de caja de resonancia. Por lo tanto, es bueno que nos den letra para saber hacia 
dónde podemos dirigir esa caja de resonancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está claro que la industria láctea este último tiempo ha estado parada casi 
sobre un terremoto. Tuvimos la oportunidad de estar involucrados en el tema desde el cierre de Ecolat, 
con las circunstancias trágicas en Nueva Helvecia y en general del sector, que atraviesa un ciclo 
adverso, extremadamente complejo. 


Uno de los mecanismos podría ser la negociación colectiva para el registro de trabajadores, a los efectos de 
amortiguar la inestabilidad laboral. En realidad, las cámaras empresariales han sido muy reticentes en 
avanzar en el sentido de una fórmula de estas características, aparte de las dificultades operativas que tiene, 
ya que al trabajador que queda sin trabajo en una localidad no siempre le resulta fácil reinsertarse en la otra 
punta del país. De hecho, hay por lo menos tres proyectos de ley que se han presentado para ser discutidos en 


esta Comisión -algunos desarchivados- que tienen que ver con registros de trabajadores. Uno fue presentado 
por el sindicato del comercio con respecto a los trabajadores del Mercado Modelo -el clásico “lechuza” que 
está esperando para la descarga del camión-, en circunstancias de tremenda precarización del trabajo, a los 
efectos de garantizar una forma de regulación para un tipo de trabajo que es extremadamente precario. 


Cuando hablamos de los trabajadores, hay que considerar que, si bien Uruguay ha avanzado en tener un 40% 
de trabajadores en la informalidad, un 25% -es decir, uno de cada cuatro trabajadores- está en la 
informalidad. Hay que construir políticas que miren la preocupación del conjunto de los trabajadores porque, 
en realidad, tenés que tratar de que tu definición no sea para un grupo de trabajadores específico, sino que 
contemple el colectivo más amplio posible de trabajadores y, en particular, a los que están en condiciones de 
mayor precarización. De hecho, se desarchivó un proyecto de ley del sindicato portuario también en cuanto a 
un registro para los trabajadores del puerto y nosotros presentamos un proyecto para la industria de la 
construcción, a los efectos de que se vincule mano de obra local en la inversión pública, con cupos para el 
Mides y el INAU, que también está a estudio de la Comisión. 


La semana pasada estuve con los trabajadores de la cosecha del arándano y de la naranja de Salto. Para todo 
ese tipo de trabajo zafral también hay que tener en cuenta una bolsa o un registro de trabajadores, en esa 
mirada que se hace de los trabajadores en general. Creo que una perspectiva de conjunto es la que ubica en el 
primer lugar de preocupación a los trabajadores que tienen la peor condición de trabajo y el peor salario. 


Estas últimas semanas circulaban datos acerca de que la mitad de los trabajadores ocupados en la zafra 
hotelera de Punta del Este está sin registro desde hace años, lo cual tiene que alarmar. Desde el punto de vista 
de la Comisión y del movimiento social es un enorme desafío ver cómo generamos herramientas para ese 
sector de trabajadores que, en general, no están con seguro de paro, porque trabajan en negro y tienen una 
circunstancia de dificultad, trabajando para hoteles que cobran US$ 400 la noche. Es cierto que todavía 
debemos avanzar y que hay que tener en cuenta los márgenes de renta y las libertades impositivas que da el 
Estado. Entiendo que este es un equilibrio difícil, porque se puede hacer demagogia, pero es cierto que la 
política de turismo hay que promoverla, porque genera trabajo y las políticas de inversiones generan trabajo. 
Entonces, tenés que ver cómo frenás para atajar dificultades pero, a la vez, tenés que ver cómo controlar. 
Creo que ahí tenemos el desafío. 


Debemos trabajar en un registro de trabajadores de la industria láctea en proyectos, con ustedes y con los 
tamberos, para que no se utilice la crisis para revolcar trabajadores contra el piso, porque también pasa. A 
veces no tenés otra posibilidad, porque económicamente no hay más y, a veces, se aprovecha la crisis para 
pegar un golpe a la organización o para debilitarla. 


Yo viví tres años en Carmelo durante la construcción de Montes del Plata y tengo claro la importancia de la 
industria láctea para esa localidad. 


En cuanto al primer punto hay disposición para trabajar. 


Sobre el segundo punto, nos gustaría conocer el proyecto de ley. De hecho, tenemos la preocupación de decir: 
“Qué bueno que vengan inversiones”. Pero cuando una inversión no es inversión en nada nuevo, sino que 
compra una fábrica que ya está y a los meses la cierra, en realidad, ¿qué le deja eso al país? Si, por ejemplo, 
se monta un laboratorio, tenés que hacer sacrificios para que eso se instale, porque genera externalidades 
positivas y equilibra. Me parece que hay que pensar desprejuiciadamente en el tema. A veces parece que 
meterse en este tema es igual a que vas a expropiar todo lo venga de todos lados, y no es esa la intención, 
sino ver cómo cada vez más las inversiones que vienen están relacionadas con una estrategia de desarrollo de 
país, y ese es un equilibrio difícil de construir. 


En cuanto al tercer punto, estuve la semana pasada reunido con el Embajador de Venezuela por este tema 
porque, además, sabía que ustedes vendrían a la Comisión. 


Este es un problema con el que hay que tener cuidado. La situación de la industria láctea sin la ley que se 
votó y sin las ventas a Venezuela, sería diez veces peor. Entonces, no podemos comportarnos de una forma 
irresponsable en determinadas salidas. 


Los precios que pagó Venezuela no los pagó nadie. Estuve comparando gráficas. Nadie pagó ese precio. Es 
más: en muchos casos, pagó el triple. Por la misma leche en polvo que se pagaba diez, Venezuela pagó 


treinta, por encima de los gobiernos. Algunos podemos tener más cercanía o simpatía con el gobierno de 
Venezuela o menos, pero que la menor simpatía nos lleve a generar una decisión política que destroce las 
posibilidades de mercado cuando no tenés otro, es una irresponsabilidad gigantesca para una cadena láctea 
que es central. Además, si bien la ley dice lo que dice -no establece regalar nada a Venezuela; es una deuda 
que ya estaba y habla de un esquema financiero equis para favorecer una posibilidad de utilidades para un 
mercado- los plazos de pago están dentro de los de cualquier otro acuerdo comercial fuera de esa ley: noventa 
días o ciento veinte días. 


Hay que tener cuidado, porque es una relación comercial altamente favorable para nosotros. Además, no 
tenés otros márgenes, porque no es que hay otros mercados y somos tan tontos que no los utilizamos, que 
todas las empresas son tan tontas que no consiguen otros mercados, producto de su miopía. No, el sector en el 
mundo está en dificultades y podemos cometer un error gigantesco, porque no regalamos nada a Venezuela: 
construimos un mecanismo de financiación. 


El señor diputado Ezquerra Alonso colocaba una alternativa. Puede ser esa u otras, pero no podemos 
pegarnos un tiro en las patas. Algunas declaraciones públicas que se hacen apuntan en esa dirección. 


Saludo el planteo que hizo el señor diputado Rosello, porque me parece que es de una extrema sensatez. Dijo 
que esto es clave para un sector que, sin estas circunstancias de mercado, ¿para qué produce si no tiene? 
¿Cómo se defienden los puestos de trabajo, en la alternativa que están, porque está claro que con Argentina 
somos competitivos, no complementarios desde el punto de vista de la producción de leche y Brasil tienen las 
dificultades que todos conocemos? 


Lo mínimo que puede hacer la Comisión es convocar al Inale y, en la misma oportunidad, invitar a la 
Comisión de Industria, Energía y Minería. 


Si nos acercan el proyecto presentado sobre la ley de inversiones se lo agradeceremos. Veremos si podemos 
trabajar en conjunto respecto al tema de los registros, sobre la base de las experiencias que haya parra 
minimizar impacto, y dar una mano en lo que se pueda, sabiendo que esta cadena es de mucha importancia 
para el país y que viene en una tendencia, desde los últimos quince o veinte años -sobre todo, en los últimos 
quince años, por los precios de los commodities- cada vez más concentrada en la tierra. Los datos del censo 
agropecuario son clarísimos en términos de que hay doce o trece mil pequeños productores menos. Hay una 
tendencia en todas las áreas de la concentración que responde a una lógica económica global, pero que 
también tenemos un desafío: ver cómo se construyen apoyos que permitan sostener una actividad que quizás 
desde el punto de vista económico y mirada solo de costado de la rentabilidad, tenga sus dificultades, pero 
desde el punto de vista social -la economía tiene que incorporar la dimensión social, si no, estamos muy 
complicados-, tiene la importancia que tiene, porque es un componente principal para la integración. 


Si es necesario convocar a la empresa para conocer la situación interna de Calcar, lo haremos. Si es necesario 
convocar al Inale, lo haremos, quizás, en una instancia común con la Comisión de Industria, Energía y 
Minería para tratar el tema de fondo de la ley de inversiones y otras yerbas, que va a requerir una mirada más 
amplia y un mensaje que no es un no a la inversión, sino que la inversión tenga que ver con una perspectiva 
de desarrollo. 


En la agenda también está el tema de las políticas comerciales y los mercados. Reitero que nosotros hemos 
intentado la búsqueda de alternativas, debido a la sensibilidad del tema. Y lo hacemos no pensando en una 
salida simple sino en una que vincule la defensa de los puestos de trabajo. En ese plano nos ofrecemos para 
trabajar. De hecho, la Comisión lo que puede hacer es “construir con” y sabemos que propuestas de estas 
cuánto más “pienso” tengan y más colectivamente sean elaboradas y mayor ámbito de consenso generen, más 
favorecen. Estamos trabajando con herramientas que tienen que ver con este piso mínimo. 


Por último, quiero decir que se está trabajando en un proyecto sobre las tercerizaciones. Tenemos claro que 
estas son necesarias cuando tienen que ver con una especialidad productiva. Sería en un área específica, a la 
que la empresa madre no se dedica y con una empresa que concretamente sí lo hace. Esto ayuda a la eficacia 
desde el punto de vista del trabajo. El problema se da cuando no son tercerizaciones para una especialidad 
productiva, sino que tienen que ver con la rebaja del trabajo. Yo vengo de la industria de la construcción y 
recuerdo que, a fines de los noventa había empresas suministradoras de personal que aparecían como de 
carga y descarga y terminaban revocando las paredes. Se colaban y terminaban con una lógica que poco tenía 
que ver con una especialización productiva y era una forma de escaparle a las condiciones laborales y 


salariales. Si bien algo se avanzó al respecto con la anterior ley de tercerizaciones, ese fenómeno sigue siendo 
un problema complejo, que ha desembocado en esta Comisión como un componente de formas de 
precarización del trabajo. Sabemos que el movimiento social tiene intenciones de colocar un marco más 
específico que acote esa realidad. Es decir que apunte a especializaciones equis y no a una forma de escapar 
de las reglas de juego de todas las actividades de los empleadores. Sabemos que este es un debate complejo 
pero estamos dispuestos a abordarlo. 


SEÑOR FIGUEROLA (Heber).- En primer lugar, quiero hacer referencia a algunas apreciaciones que 
hacía el señor diputado Ezquerra con respecto a la contaminación. Quizás, este tema pueda 
desarrollarse un poco más pero, de todos modos, nosotros tenemos un documento, que en su momento 
entregamos a todos los organismos del Gobierno, que aclara y brinda en forma detallada la tarea que 
se realiza, que no implica contaminación. Se refería a la situación que se dio con la recolección de leche. 
Vamos a acercar a la Comisión ese documento. 


En segundo término, a la brevedad haremos llegar la propuesta de modificación de algunos artículos de la ley 
de inversiones. 


En tercer lugar, a modo de aporte les haremos llegar el documento elaborado por el sindicato de Calcar y que 
adoptó la Federación donde se establecen las medidas internas que se debían haber tomado. Hay que entender 
que hubo un ámbito de negociación en el que propusimos la intervención del Instituto Costa Duarte, a efectos 
de intercambiar información y analizar cuál es la alternativa que pueden tener los trabajadores frente a esta 
situación interna. La empresa se negó a dar información y a crear ese ámbito. Al respecto habrá que hacer 
una crítica y una autocrítica. 


(Se retira de sala la Federación de trabajadores de la Industria Láctea y los representantes de Calcar) 


(Ingresa a Sala una delegación del PIT- CNT y del Sindicato Único de Trabajadores del Mar y Afines, 
Suntma) 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a una delegación del PI'T- CNT y 
del Sindicato Unico de Trabajadores del Mar y Afines, Suntma, integrada por la señora Marlen Marrero y por 
los señores Carlos Vega, Miguel Rodríguez, Richard Cabrera, José Umpiérrez y Carlos Fagundez. 


Tuvimos la posibilidad de visitar la fábrica de Fripur y sabemos que está atravesando una situación de 
definición. Como Comisión queremos ponernos a disposición para contribuir, en lo posible, a buscar salidas 
que defiendan lo esencial, que es la mayor cantidad de puestos de trabajo, y sabemos que hay instancias que 
tienen que ver con eso. 


SEÑOR VEGA (Carlos).- Soy secretario general del sector pesca, que nuclea planta, carga y descarga y 
pesca artesanal. 


Agradecemos a la Comisión que nos haya recibido. Estamos muy preocupados por la situación de la explanta 
de Fripur. Es un proyecto que a los trabajadores nos costó mucho tiempo y dedicación, y que contó con la 
participación de técnicos de la Universidad de la República. Así se pudo llegar a este proyecto. 


Vamos a dejar que los compañeros que trabajaron en esa planta den un panorama de la situación en la que se 
encuentra hoy. No podemos desaprovechar esta oportunidad porque la situación del sector pesquero es grave; 
es una de las crisis más grandes que ha atravesado el sector. Lo venimos diciendo hace tres años, pidiendo la 
participación del Ministerio de Economía y Finanzas. Nadie puede desconocer la participación y la decisión 
del Ministerio de Economía y Finanzas en cuanto a la situación que atraviesa el sector. 


El sector pesquero atraviesa una crisis externa y una crisis interna que empezó en el año 2013. Hemos tratado 
de comunicar los megaproyectos, con los que los trabajadores estamos totalmente de acuerdo; no estamos de 
acuerdo con los métodos que se utilizan. Así llegamos a esta situación que se acompaña con una crisis 
externa, ya que no hay dónde colocar nuestros productos. Los costos del sector hoy son muy elevados, por lo 
que nuestros productos no pueden competir con otros de la región. Por ejemplo, los productos de nuestros 
hermanos argentinos tienen mejor colocación. 


En un momento empezamos a decir que la exempresa Fripur iba al cierre, porque no podía superar las 
dificultades, pero eso es completamente diferente a lo que está sucediendo hoy en el sector. Más allá de las 
diferencias que podamos tener con los empresarios, conceptuales y filosóficas, hay que decir que no le deben 
un peso al Estado. No es lo mismo que los Fernández, de los que podemos afirmar que parte del dinero que el 
Estado les otorgaba lo trasladaban a otros lugares que nada tenían que ver con el sector pesquero. 


En este momento tenemos varias plantas que están a punto de desaparecer como Tonisol, Valymar, Industrial 
Serrana. Hoy, 26 de enero de 2016, podemos decir que de sesenta y siete barcos, hay solo cuatro en el agua. 
Tenemos sesenta y tres barcos en tierra. Al no tener operatividad, hay muchos compañeros que no tienen 
seguro de paro. Para que vean que la crisis es de verdad, hay compañeros que no tienen cómo llevar la 
comida a su casa. Es una situación muy jodida, muy crítica la que venimos manifestando con los compañeros 
de la intergremial marítima, integrada por el Centro de Maquinistas Navales, Sudeppu y el centro de patrones 
uruguayos de cabotaje. Hemos tratado de documentar todo lo que ha transcurrido desde 2013 hasta la fecha. 
Lamentablemente, los tiempos son diferentes a los de los trabajadores. Nosotros queremos que las cosas se 
solucionen para ayer, pero lamentablemente, como dice un compañero nuestro, las cosas del Palacio van 
despacio. Esa es la situación que estamos atravesando hoy. 


No descartamos ninguna medida. Hemos tenido reunión tras reunión. El Poder Ejecutivo, por intermedio del 
ex ministro de Trabajo y Seguridad Social del Gobierno de Mujica, y del actual, ha tratado de buscar ámbitos 
de diálogo y discusión. Hay que destacar, asimismo, la participación del Director Nacional de Recursos 
Acuáticos. En conjunto hemos tratado de elaborar propuestas para que el Gobierno tome. No queremos que a 
las otras plantas les pase lo mismo que a Fripur y mañana estemos padeciendo que cerró Industria Serrana, 
Nueva Barca, Valymar, etcétera, que los pescadores artesanales no tienen a quién vender el pescado. 


La reunión es para tratar de poner al tanto la situación que atraviesan los compañeros de la ex empresa 
Fripur, hoy cooperativa. Ya nos dijeron que era muy difícil que el Poder Ejecutivo pudiera apoyar este 
emprendimiento. Es esto lo que queríamos trasmitir. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (José).- Soy delegado de Fucvam, el comité de base de la ex Fripur. Integro el 
secretariado de plantas y en el emprendimiento cooperativo formo parte del consejo directivo como 
presidente. 


En la reunión anterior habíamos planteado que el proyecto de los trabajadores era un plan B. Pero, al no 
aparecer ningún interesado, se transformó en un plan A. En conjunto con la Universidad de la República, el 
PTT- CNT y otros compañeros técnicos en la materia, se diagramó ese proyecto que no solo apunta a salvar el 
trabajo dentro de la planta de la ex Fripur sino a nivel nacional, en todo el sector de la pesca, aprovechando 
todo lo que se produce en la fauna, todo lo que no se aprovecha de esa captura que se hace habitualmente. Se 
ha tratado de trasladar a los ministerios y a la Presidencia la idea de que es viable la posibilidad de la 
producción, no solo con la merluza y el cangrejo, sino también con otras especies que no se están 
aprovechando y también se busca apuntar a la fabricación de otros productos que hasta el momento se 
importan como el omega 3, el encapsulado, el aceite de pescado con buena utilización y la harina de pescado, 
lo que sería muy favorable para el mercado tanto interno como de exportación. 


Dentro del proyecto, nuestra idea es lograr que la mayoría de las trabajadoras conserven su puesto de trabajo. 
El 10 de diciembre se presentó el proyecto en el juzgado de concurso. La otra empresa que se presentaba, de 
origen canadiense, apuntaba a la captura y al procesado en el agua sin utilizar el personal de tierra en la 
planta de producción. Esa fue una de las observaciones que se hizo por parte de la sindicatura, que fue lo que 
nos llegó a nosotros; si el proyecto de los inversores tenía aceptación, no había ninguna perspectiva de que 
las trabajadoras de la planta pudieran conservar su fuente de trabajo. 


Nuestro proyecto ha sido avalado y tiene confiabilidad; el único problema que tenía era que el crédito de los 
trabajadores es lo generado por las deudas que la ex Fripur tiene con todos los trabajadores, o sea, los 
créditos laborales generados en licencias, en salarios vacacionales, que fue lo que se puso como garantía. El 
compañero que se encarga de la parte económica hizo un planteamiento para ver qué se necesitaba. Nuestra 
idea no es que se nos otorgue el dinero para sacar adelante la cooperativa, sino que se nos dé un tiempo para 
poder cubrir esa deuda en un plazo aproximado de diez años. En una proyección de 2016 a 2030 que hemos 
fundamentado con escritos, se aclara directamente que las exportaciones tendrían una buena proyección y se 
podrían cubrir hasta los intereses generados de ese crédito. El viernes pasado pudimos entregar toda la 


información y estamos a la espera de una resolución de parte del Poder Ejecutivo. No tenían muy claro cuál 
era nuestra intención en la parte económica, pero tuvimos una reunión con el ministro Murro y le brindamos 
la información, haciéndole todas las aclaraciones. El ministro quedó comprometido a reunirse con el resto de 
los ministerios que estaban trabajando en apoyo al salvataje de Fripur: Industria, Energía y Minería, 
Ganadería, Agricultura y Pesca y Economía y Finanzas. 


SEÑOR VEGA (Carlos).- Me voy a referir al proyecto elaborado por los trabajadores y por nuestra 
central obrera. Independientemente de salvar novecientos sesenta puestos de trabajo, el sindicato o la 
intergremial tienen una visión más global. 


Para nosotros, el proyecto de Fripur representa una nueva etapa en el sector pesquero, porque 
lamentablemente mucha de la pesca artesanal podría ir hacia allí. Una aspiración de nuestro sindicato y del 
movimiento obrero, discutida en nuestros congresos del PIT CNT, es la de un frigorífico multimodal en el 
que se pudiera elaborar e innovar productos para el mercado interno. Hay que decir que el mercado interno 
no va a salvar al sector pesquero, lamentablemente lo salvan las importaciones y exportaciones. Creo que 
Fripur debe ser un proyecto país 


Nosotros entendemos que el Estado, de una vez por todas, tiene que involucrarse con el sector pesquero, 
porque es uno de los sectores que en situaciones muy lamentables exportó aportando más de 

US$ 200.000.000, generando divisas para el país. Hoy sigue generando puestos de trabajo y algo que es 
importantísimo: la soberanía en el agua. Nuestra idea es mucho más ambiciosa. Por supuesto que nos 
preocupan los novecientos sesenta puestos de trabajo, pero también el sector pesquero en su conjunto. Y 
cuando digo “en su conjunto” me refiero a los trabajadores y a las empresas porque, en definitiva, las 
empresas sin trabajadores no son nada y los trabajadores sin empresa no somos nada. 


Decimos que el proyecto de Fripur es ambicioso, porque a partir del mismo podría abrirse una nueva etapa, 
con un sistema de regulación que no existe en la pesca artesanal. Actualmente, cuatro o cinco vivos explotan 
a los pescadores artesanales. La desregulación que hoy existe en la pesca artesanal es importantísima. Hay 
entre setecientas y ochocientas barcas registradas en un total de más de mil quinientas. Quiere decir que el 
doble de las barcas está completamente desregulada. 


Este proyecto podría ayudar a regular el sector, y a hacer un sistema de acopiamiento, a fin de que toda la 
pesca artesanal se dirija a esta fábrica. 


Por eso decimos que tenemos una aspiración más ambiciosa, porque la ex Fripur, la cooperativa, también 
podría estar vendiendo servicios vinculados con el frío. Hoy, el servicio de frío para una tonelada de pescado 
cuesta en el Frigorífico Modelo o en Frimaral entre US$ 30 y US$ 50 diarios. 


¡Vaya el vínculo que hay entre Frimaral y la ex Fripur! Nadie puede desconocer que Frimaral es del señor 
Alberto Fernández. 


Con la fabricación de hielo también se puede abaratar costos. 


Lamentamos que el Poder Ejecutivo tome la determinación de no apoyar este proyecto, de no involucrarse 
con un sector tan importante, con un recurso natural que está vivo. 


Hay algunos sectores que hablan de la ley de pesca. Hay que decir que la ley de pesca ya está hecha, pero 
empezamos la casa por el techo. La ley es un marco regulatorio para una política de Estado, pero 
lamentablemente la pesca no tiene una política de Estado. Hoy se habla de la renovación de la flota, que está 
establecida en la ley. También se habla de una nueva proyección: la acuicultura. Pero los trabajadores a veces 
no tenemos para comer ¿cómo podemos apuntar a la acuicultura que es un proceso largo, que lleva más de 
cuatro años? Todo eso está en esa ley de pesca. Este es el momento en que el Estado tendría que apoyar. Se 
hablan de US$ 15.000.000. Por supuesto que si nosotros los tuviéramos, la cooperativa ya estaría 
funcionando. Los señores Fernández, estos ladrones de guantes blancos, le deben al Banco República, al 
pueblo uruguayo, más de US$ 40.000.000. Si hubiera voluntad política se podría apoyar este proyecto que 
apunta a la innovación. Hay que decirlo con todas las palabras: este proyecto, de una empresa argentina, con 
capitales canadienses, habla de cuarenta trabajadores en tierra durante cuatro años. Nosotros preguntamos: 
¿la materia prima que va a capturar, ¿dónde va a ir? ¿Quién la va a procesar? 


El compañero José Umpiérrez planteaba diversificar los productos y buscar nuevas alternativas. Por supuesto 
que si Fripur va a seguir con el filetito se va a fundir, porque hay una especie con la cual es muy difícil 
competir; producto que exportaba Fripur y valía US$ 6.500; hoy, el pangasius, con los labios pintados y con 
las cejas postizas, vale US$ 3.000. Es muy difícil competir, menos aún si le agregamos los costos que hoy 
tiene la industria. Por eso hablamos de innovación, de Omega 3, de aceite de pescado, de harina de pescado. 
Tenemos una especie que se está devorando todos los alevines, que es la castañeta, que no se pesca. Tenemos 
la lacha, que también tiene proteínas, con la cual se puede hacer un producto. ¡A eso apuntamos! No 
solamente a los novecientos sesenta puestos de trabajo. ¡Claro! ¡Cómo no nos van a importar novecientos 
sesenta puestos de trabajo! Pero somos ambiciosos: apostamos a los nueve mil puestos de trabajo que tiene el 
sector pesquero, que no solamente involucra al empleado de la planta, al que descarga, al del mercado, sino 
también a nuestros compañeros papeleros, que son los que fabrican la cajita para poder almacenar los 
productos. 


Sabemos que esta Comisión va a discutir el asunto con el Poder Ejecutivo. El día viernes tuvimos una 
reunión con el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, Ernesto Murro, quien con el dolor en el alma nos dijo 
que no había esa voluntad que nosotros estamos reclamando, y que los ministerios involucrados -el de 
Industria, Energía y Minería, Ganadería, Agricultura y Pesca y Economía y Finanzas- no daban ninguna luz 
blanca que pudiera estar apoyando este proyecto. 


Sabemos en la coyuntura que estamos hoy. ¡Claro que lo sabemos! Pero la coyuntura que tenemos -y hablo 
de la coyuntura interna que todos conocemos- no fue creada por los trabajadores. Entonces, los trabajadores 
no podemos pagar por algo que no hicimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás, lo que podemos hacer como Comisión es convocar formalmente a la 
Dinara, al BROU, al síndico y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para que den opinión sobre 
una circunstancia que es extremadamente compleja. 


Tengo la convicción de que lo mejor que puede hacer el país es quedarse con Fripur. Lo digo acá con ustedes 
enfrente pero lo he venido diciendo en todos lados desde el cierre de la planta. Se ha demostrado que sin 
mayores políticas públicas el desarrollo del recurso ícticola está en crisis profunda. No hay duda de que hay 
que ver lo que pasa en el mundo. Ustedes lo saben mejor que cualquiera de nosotros. Es cierto que la 
acuicultura viene generando un margen cada vez mayor en los últimos treinta o cuarenta años, pero para eso 
se requieren políticas de largo plazo, y la única forma de un abordaje en profundidad es hacerlo desde el 
punto de vista de la soberanía en todos los terrenos: alimentaria, económica, ambiental. 


No sé qué margen tenemos para reflotar el planteo, pero hay que pelearlo, para que el Estado tenga mayores 
condiciones para un emprendimiento. Nos tocó seguir durante los cuarenta y dos meses que estuvo cerrada la 
hoy cooperativa Olmos. El punto de partida era peor que el de Fripur; mucho más complejo desde el punto de 
vista de la maquinaria y de la tecnología. No obstante eso, hace dos años y medio que está funcionando esa 
cooperativa, y las circunstancias de arranque -repito- fueron más difíciles que las que tienen ustedes. Tal vez, 
la flota puede dar problemas, pero tienen maquinaria de última generación. En mi opinión, no tendría sentido 
embarcarse en un proyecto que dejara fuera la planta de procesamiento, que es la que más puestos de 
trabajado genera. 


En esta Comisión hay consenso en cuanto a explorar a fondo las posibilidades que existen y en tratar de 
ayudar a construir las voluntades políticas. Está claro que una parte del tema se resuelve por voluntad 
política. Un ejemplo de esto es la empresa Olmos, que no hubiera podido salir adelante sin apoyo del Estado, 
pues los compañeros no tenían capital de giro para generar las condiciones de trabajo y poder aguantar los 
primeros meses. Esto mismo ha pasado con una cantidad de emprendimientos con procesos autogestionados. 


Como bien decía el señor José Umpiérrez, es impensable que venga un inversor que respete todos los puestos 
de trabajo y que ponga todo en funcionamiento; no es razonable esperar ese escenario. No es viable que 
suceda porque tenemos condiciones de extrema complejidad. 


Les vamos a pedir que nos dejen las bases del proyecto, porque esa información nos es de mucha ayuda al 
momento del debate. Además de la convocatoria formal, nos comprometemos a hacer gestiones, a levantar el 
teléfono y ver si podemos generar reuniones en las que se abran espacios de diálogo. En estos días hubo 
declaraciones de las fuerzas políticas en cuanto a apuntar a las alternativas que más puestos de trabajo 


generen. Creo que nos ha faltado crear masa crítica que defienda la idea de un proyecto que vaya en esa 
dirección, que no se elige por capricho, sino por razones estratégicas. La apuesta debe ser construir desde la 
soberanía alimentaria y desde la soberanía en general una política distinta del sector ictícola. Esta propuesta 
tendría que ser considerada con mayor relevancia o, por lo menos, tendrían que darnos más fundamentos de 
los que hay arriba de la mesa acerca de por qué se han trancado algunas posibilidades. 


Desde el principio, ya sabíamos que la única forma de que este procedimiento autogestionado fuera viable 
era si recibía apoyo del Estado. En este país nadie puede pensar que un trabajador que está en un 
emprendimiento autogestionado va a tener capital propio. Sabemos que hay cuestiones técnicas a tener en 
cuenta, pero este no puede ser el reparo que se esté manejando. Aquí de lo que se trata es de mirar el tema 
desde adentro. 


Comparto con la delegación la idea de que se precisa otra política pesquera, y sería un enorme error no 
aprovechar esta circunstancia para pensar al respecto. Es decir, se trata de no solamente pensar en un 
negocio, sino en el desarrollo de una política clave para el país, y en ese sentido vamos a trabajar. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson).- Antes que nada, quiero dar la bienvenida a la delegación. 


Sin dudas, hay muchas cosas que compartimos con el señor presidente. Yo ya vertí mi opinión al respecto en 
otra oportunidad, pero hoy prefiero estudiar la situación porque no tengo conocimiento total del tema, y 
hablar en el aire no está bien. 


Me parece que está muy bien que nos dejen el informe para analizarlo y, luego, tomaremos una posición más 
firme y daremos nuestra opinión. 


En el tema de los buques se manejó la cifra de cuatro en sesenta y siete. Quisiera saber si se debe a la 
problemática de Fripur o a que las importaciones están afectando a las otras empresas. Es muy grande el 
número y no sé por qué está pasando eso; prácticamente, estamos hablando de un 5%. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Miguel).- Antes que nada, quiero señalar que pertenezco a Sudeppu, Sindicato 
Unico de Patrones de Pesca del Uruguay. 


La pregunta que hizo el señor diputado es muy atinada y está vinculada con un problema que tiene 
actualmente la industria pesquera en general, por lo que mencionaba el compañero hace unos instantes. Está 
vinculada directamente con las exportaciones. Los empresarios han argumentado constantemente que no hay 
mercado. Los mercados existen; el problema radica en los valores de comercialización. Ese es el fondo de la 
cuestión. 


Entonces, por los problemas existentes en este momento las plantas están abarrotadas de pescado y siguen 
acopiando por fuera de sus instalaciones. Hay empresas que tienen 500 toneladas acopiadas por fuera, y en 
este momento algunos barcos están utilizando esa circunstancia para su reparación. El argumento de las 
empresas es que tienen barcos con la posibilidad de subir a dique en una fecha determinada y, por lo tanto, se 
encuentran ante esta situación. Los cinco barcos que han salido han derribado dos veces por roturas. Por lo 
tanto, no solo están en juego el acopio y los mercados, sino también el mantenimiento que se viene haciendo. 


Nosotros pedimos solo cinco minutos de su tiempo para decirles que este es un problema de Estado, que la 
industria está en juego. 


La pesca nació mal parida, y todo lo que se ha hecho hasta el momento ha sido ir emparchando situaciones. 
El problema de fondo del sector pesquero nunca se discutió. No es un problema de este Gobierno ni nada por 
el estilo. El Estado tiene una asignatura pendiente con la pesca; jamás se discutió como se debió discutir. Las 
leyes, los decretos y lo que puede haber vinculado con el sector pesquero no soluciona el problema de fondo. 
Esto ocurre por una razón fundamental: cuando se creó la industria de la pesca en este país, se hizo solamente 
para salir a pescar corvina, pescadilla y merluza, a pesar de que acá tenemos más de sesenta especies. Nadie 
en este país estuvo dispuesto a invertir para diversificar las capturas. Es importante tener en cuenta esto. 


La zona de pesca que tenemos es compartida con Argentina, que tiene criterios y resoluciones diferentes. Acá 
se usan artes diferentes de captura. No tenemos empacho en decir que los uruguayos hemos defendido mucho 


más el recurso que los argentinos. Los sindicatos fueron los que defendieron más el recurso ante la 
depredación; hicieron que no se utilizaran mallas más chicas de las que se deberían emplear para conservar el 
recurso. Por ello pagaron un alto precio en su momento, y les costó tripulaciones enteras. 


Nosotros nos preguntamos, ¿es de interés nacional el sector pesquero? Uno de los artículos de la ley de pesca 
dice que el sector pesquero es de interés nacional, pero nos quedan serias dudas. Si fuera así, acá se tendría 
que estar discutiendo en otro sentido. No tendríamos que estar discutiendo, por ejemplo, la situación de 
Fripur u otras problemáticas que se dieron y que se van a seguir dando. Nos quedan serias dudas de que los 
empresarios quieran seguir saliendo. Tenemos que decirlo acá porque lo hemos dicho en otro lado; no 
tenemos empacho en hacerlo. Están forzando situaciones, porque le están peleando al Gobierno determinados 
reintegros; piden que les rebajen los aportes patronales por el beneficio de la jubilación bonificada; es el 
aporte que tienen que hacer en el próximo período, a partir de abril. ¡Y tanto que nos costó la lucha durante 
tanto tiempo para conseguir la jubilación bonificada! No sé, capaz que fue una mala decisión, que los 
empresarios tienen que aportar demasiado; los trabajadores no sabemos eso. 


Tampoco se presiona a los empresarios para que saquen todos los barcos a trabajar. En este momento, 
tenemos miles de trabajadores trillando el muelle que ya se están dedicando a otra cosa. Y este es otro tema 
importante: se está perdiendo mano de obra en el sector porque, en la medida en que no hay trabajo en los 
barcos, se van a tener que ir a otro lado. Entonces, si bien los empresarios están pidiendo que se los beneficie 
en algo, hasta el momento no vemos que se les exija una contrapartida, que se les diga: “Bueno, vamos a 
estudiar la problemática que tienen los empresarios, pero ¿cuántos barcos están dispuestos a sacar?”. Hasta el 
momento han sacado solamente cinco barcos. Así no se soluciona el problema. Mientras tanto, durante todo 
este período, ¿qué hacen los trabajadores? Acá hay barcos que hace más de un año que están parados. Si nos 
atenemos a la letra de la ley de pesca, hay empresarios que ya deberían haber perdido el permiso, porque la 
ley dice que los barcos pueden estar parados, como máximo, cuatro o cinco meses y por reparaciones. Y acá 
hay barcos que hace más de un año que están parados y no es por reparaciones; hay barcos merluceros que no 
salen desde hace catorce o quince meses, y eso se puede corroborar con los despachos en Prefectura e, 
inclusive, con los partes de pesca en la Dinara. 


Entonces, acá está todo mal; desde la creación del Plan Pesquero hasta ahora, todo lo que se ha hecho ha sido 
emparchar situaciones. Y los únicos perjudicados son los trabajadores. ¿Cuántas fuentes de trabajo quedan 
paradas acá en este momento? En el sector pesquero hay más de mil puestos de trabajo, más todo lo que 
acarrea, por el efecto dominó. Y nosotros la estamos viendo pasar. Desde noviembre están parando los barcos 
acá. 


Esto que estamos trasmitiendo hoy aquí ya lo han escuchado no sé cuántas veces, porque ya hemos venido a 
explicar estas situaciones, pero es como dice un compañero: aquellas aguas trajeron estos lodos. Hoy nos 
encontramos en esta situación muy grave y alguien va a tener que definir si realmente al Estado -porque no es 
un problema del actual Gobierno, eso lo tenemos claro: este es un problema de Estado- país- le interesa el 
sector pesquero o no le interesa. ¡Vamos a definirnos! Es lo único que pedimos. Si no le interesa, nos iremos 
a trabajar a otro lado, pero los barcos van a quedar tirados ahí; la plata que les pudo dar el sector pesquero 
está invertida en otro lado. 


El caso de Fripur es otra cartera incobrable que se suma a todas las demás que están en el Banco de la 
República, pero hoy a los trabajadores no les podemos dar una mano. ¡Por quince palos! ¿Cuántas carteras 
incobrables y cuánta guita hay metida en el Banco de la República, desde la creación del Plan Pesquero hasta 
la fecha? Eso también tendríamos que ponerlo arriba de la mesa. 


Insisto: no es problema de este Gobierno; es todo lo que se acarreó desde la creación del Plan Pesquero hasta 
el momento. Está todo mal. Y no lo arreglamos con esa ley de pesca que tenemos. Esa ley no soluciona el 
problema de fondo, porque acá hay otro problema mucho más grave. Si seguimos pescando merluza, corvina 
y calada, no le ganamos a nadie. Sesenta especies tenemos acá. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a convocar a las autoridades a los efectos de que den su punto de 
vista. 


Les agradecemos su comparecencia. Quedamos en comunicación. Para lo que precisen, cuenten con la 
Comisión. 


(Se retiran de sala los representantes del PIT- CNT y del Suntma) 


(Ingresa a sala una delegación integrada por representantes de los trabajadores del Molino Glencore, 
de Melo) 


Esta Comisión da la bienvenida a los señores Luis Peralta y Milton Sienra, representantes de la Unión de 
Trabajadores Molineros del Arroz y Afines; y al señor Daniel Acuña, representante del PIT CNT Melo. 


SEÑOR SIENRA (Milton).- Muchas gracias por la invitación. 


Estamos acá para plantear un problema que afrontamos desde hace tiempo en el Molino Glencore, con el 
ánimo de ver si, entre todos, podemos salir de esta situación. 


Desde mediados de 2014, la empresa contrató a un nuevo jefe de planta, Martín Casas, que comenzó con un 
despliegue de sanciones, principalmente a los trabajadores sindicalizados, por cosas que antes no se 
sancionaban como, por ejemplo, llegadas tarde. Con el otro jefe de planta teníamos un acuerdo de palabra por 
el cual, si alguien llegaba unos minutos tarde, no pasaba nada. Él decía: “Lo que me interesa es que ustedes 
estén acá porque, si ustedes no vienen, tengo que buscar un relevo”. Pero con esta persona hemos tenido 
compañeros sancionados hasta por un minuto de llegada tarde. 


Con respecto al uso de los equipos de protección, la empresa instaló un sistema de seguridad que utiliza a su 
criterio y, cuando le conviene, sanciona a los trabajadores. Cuando un sindicalizado comete una falta, lo 
sanciona; cuando no es sindicalizado, no lo sanciona. 


En setiembre de 2014, la empresa logra despedir al señor presidente del sindicato, ofreciéndole una suma 
considerable de dinero para que se fuera. El señor presidente aceptó y dejó al sindicato muy mal parado. 


En noviembre de 2014, el sindicato hace una denuncia porque a las compañeras Carina Moreira y Estela 
Antoria -afiliadas al sindicato- se les ofrece un despido mejorado, que no aceptan. Eso pasó después de que la 
empresa las había mandado al seguro de paro. Luego de la finalización del seguro, mediante gestiones, el 
sindicato logra que las compañeras sigan trabajando en la empresa. El sindicato realiza la denuncia y el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social notifica a la empresa en julio de 2015. El sindicato contesta y pide 
que se multe a la empresa. Tenemos entendido que el Ministerio todavía no se expidió al respecto. 


El 3 de noviembre, la empresa intenta despedir al señor vicepresidente y al expresidente del sindicato. 
Después de un largo conflicto de dos meses, el 14 de diciembre, la jueza falla que los compañeros tienen que 
ser reinstalados, que no había causa para el despido, que era algo antisindical. Ese mismo día, la empresa 
comunica que va a despedir a la señora Carina Moreira -la compañera que en noviembre de 2014 hizo una 
denuncia a la empresa- porque hubo una agresión por parte de sus familiares -el marido y los hijos- a un 
supervisor de la firma. Ese hecho ocurrió lejos de la planta, en una zona de esparcimiento de Melo. 


El 17 de diciembre, el sindicato plantea a la empresa hacer uso de la cláusula de prevención de conflictos, 
según el convenio vigente, y que la trabajadora sea enviada al seguro de paro. En el caso de aplicarse la 
cláusula, el trabajador puede continuar trabajando y, hasta que se arregle el conflicto, no se toman medidas. 
La empresa no aceptó ni siquiera pasar a la trabajadora al seguro de paro y nos dijo que la compañera seguía 
despedida. 


La última audiencia con la empresa fue el 28 de diciembre, pero no pudimos llegar a ningún acuerdo. En esa 
ocasión, la empresa comunicó que iban a mandar a casi todo el personal al seguro de paro por el mes de 
enero y que sus directivos -creo que los principales están en Argentina- estaban evaluando el cierre. Ese 
mismo día, la empresa cierra las puertas y no deja que los trabajadores puedan terminar el mes de diciembre. 
Se convoca a los trabajadores que están cumpliendo funciones para los primeros días de enero. 


Pensamos que el fallo de la denuncia de noviembre de 2014 está demorado. No sé cuál es el trámite; no sé si 
esto le corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Si hubiese un fallo -que pensamos que 


podría ser favorable para los trabajadores-, quizás podríamos destrabar la situación. 


SEÑOR ACUÑA (Daniel).- Desde hace tiempo, los compañeros nos plantearon esta problemática. El 
plenario de Cerro Largo tiene la dirección de la Regional Norte del PIT- CNT. Nosotros vimos otras 
plantas, y lo que cuentan los compañeros no es una política aislada. Ellos relatan una serie de 
problemas que parecen temas puntuales o de índole personal, pero no es así. En Tacuarembó, si bien el 
sindicato no está muy desarrollado, comprobamos que la empresa empezó a tomar ese tipo de medidas. 
Desde la Mesa evaluamos que hay una especie de intento de desmovilizar totalmente a los sindicatos 
para ver si pueden cerrar las plantas, no sabemos con qué fin. Si las plantas están bien organizadas, se 
les complica. 


Hay un hecho que no se mencionó acá. En el momento en que se estaba realizando el juicio para el reintegro 
de los compañeros que estuvieron mal despedidos, ellos alegan que no fueron notificados porque la empresa 
estaba ocupada. Entonces, los compañeros desocupan la empresa y esta se niega -eso consta en las actas del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- a retomar la planta. Hasta tuvimos que hacer la denuncia policial 
porque la planta quedó totalmente vacía. Inclusive, se mandó retirar la seguridad de la planta. Toda la vida 
milité en los sindicatos y nunca vi que una patronal retirara hasta la vigilancia periférica de una empresa 
contratada. O sea que su intención, que es lo que más nos preocupa, es dejar a setenta u ochenta familias en la 
calle, porque se pretende cerrar o arrasar totalmente con el sindicato. 


Los compañeros plantearon la situación de las sanciones por llegadas tarde, ya que en todas las plantas de las 
afueras de las ciudades habitualmente los trabajadores tienen algún percance, como que se les pinche una 
rueda de la moto, etcétera, y en ese caso había cierto acuerdo en cuanto a que completaban el horario y no 
sucedía más nada. No obstante, a partir de la llegada del nuevo encargado de planta, mandatado por la 
empresa, la idea es buscar cualquier error que tengan los compañeros sindicalizados. El resto de los 
compañeros no son perseguidos de esa manera. 


El incidente que se planteó aquí no tuvo nada que ver con la planta. Es claro que como vivimos en un pueblo 
cabe la posibilidad de que haya algún altercado entre gente que se conoce y trabaje en el mismo lugar. 


Asimismo, ha habido denuncias en cuanto a que los encargados de planta han insultado a los compañeros a 
través de los altavoces. En ese sentido, entendemos que la severidad de la sanción hacia la empresa no se ha 
notado, pero cuando la falta es de parte de los trabajadores sindicalizados, sí son severamente sancionados; 
con el resto no ocurre lo mismo. Por eso resolvimos acompañarlos, ya que de ninguna manera podemos estar 
de acuerdo con que haya empresas nacionales o transnacionales, como en este caso, que traten de avasallar 
las libertades sindicales por medio de la desarticulación de los gremios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Parece claro que hay una historia que atenta contra la organización sindical; 
eso es muy grave. Hay denuncias muy importantes que están probadas porque existen sentencias 
judiciales. Se trata de una práctica mucho más frecuente en el interior que en Montevideo, por más 
que en la capital a veces hay situaciones de este tipo. 


¿Qué puede hacer la Comisión? Coordinar acciones con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
convocar a la empresa a este ámbito y coordinar con el plenario la instalación de algún ámbito en el 
departamento en el que podamos participar. De hecho, el año pasado estuvimos reunidos con los compañeros 
del plenario en visitas que hemos hecho por el interior del país y a veces ayuda estar en el lugar. 


La Comisión tiene la ventaja de que, en general, lo que sucede aquí tiene difusión pública, pero la limitante 
es que no tiene el poder de los Juzgados para obligar a que los trabajadores se reintegren o el del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social para multar a las empresas si deciden no comparecer. 


Es claro que hay denuncias importantes que tienen que ver con una circunstancia regional y son violatorias 
de normativas que están arriba de la mesa. Uruguay ha sido ejemplo en la región en cuanto al amparo de la 
actividad sindical y es un valor que hay que proteger sobre todo en el interior. En ese sentido, estamos 
trabajando en una minuta que vamos a presentar a la Comisión sobre el Convenio N* 158 de la OIT. Creo que 
Uruguay tiene que avanzar en cuanto a que el despido no puede darse sin causa justificada. Es evidente que 
lo que haga un familiar no puede ser causal para el despedido, sino que es un elemento para una denuncia 


penal hacia ese familiar. No hay forma de relacionar estas circunstancias en ningún código de trabajo en 
ninguna parte del mundo. 


Me gustaría saber en qué situación está la fábrica hoy, cuántos trabajadores están en el seguro de paro y en 
qué condiciones, así como qué instancias de negociación hay en ámbitos bipartitos o en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Hago estas preguntas a los efectos de poder coordinar la convocatoria de la 
empresa para tratar de dar una mano. Los planteos que se han realizado demuestran que hay una situación de 
hostilidad muy compleja. Trataremos de ayudar para que al menos haya relaciones laborales civilizadas y se 
respeten los parámetros establecidos. 


SEÑOR SIENRA (Milton).- No tengo los números exactos de los trabajadores que están en el seguro. 
Aproximadamente hay quince empleados desempeñando funciones de una plantilla de más de ochenta. 
Esos trabajadores están repartidos en mantenimiento, limpieza y en los silos, descargando arroz seco 
que llega de Treinta y Tres. 


Nosotros citamos a la empresa a la oficina de Melo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el 28 de 
enero a la hora 9 y 30 se va a realizar la audiencia. Esperamos que la empresa concurra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos trabajadores sindicalizados hay en la planta? 
SEÑOR SIENRA (Milton).- Hay cuarenta y dos trabajadores sindicalizados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos de esos cuarenta y dos trabajadores sindicalizados quedaron entre 
los quince que están trabajando? ¿Se respetó la proporción entre personal sindicalizado y no 
sindicalizado? 


SEÑOR SIENRA (Milton).- Sí, se respetó, porque están trabajando mitad y mitad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros vamos a esperar que se desarrolle la audiencia en el Ministerio para 
saber el resultado. Además, vamos a convocar a la empresa -no tenemos la potestad de obligarla a que 
concurra, pero en general los representantes de las empresas vienen al Parlamento-, a efectos de 
plantear que la Comisión está dispuesta a trabajar en conjunto si eso ayuda a encontrar una salida. En 
general, hemos tenido disposición de generar instancias en Montevideo, así como de ir al lugar del 
interior que sea necesario. Lo vamos a hacer coordinado con el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social para no pisarnos, ya que, a veces, queriendo ayudar, la empresa va al Ministerio y dice: “No, no, 
como tengo una instancia ante el Parlamento no voy a dar respuesta acá, porque voy a darla allá”, y 
utilizan eso como una chicana. Entonces, vamos a tratar de manejarnos con cuidado. Pero sí dejamos 
clara nuestra disposición para respaldar una salida razonable que defienda, en el marco de la 
normativa actual, tanto los derechos laborales como los puestos de trabajo. 


SEÑOR ACUÑA (Daniel).- Vinimos acá porque entendemos que es una caja de resonancia y 
visualizamos que esto va a transformarse en un problema social, no solo para nosotros, sino también 
para la región. Quizás la empresa no tiene idea de qué está pasando a nivel internacional. Quizás es 
más bien algo local, porque en otras instancias en las que me ha tocado participar con la mesa con 
autores de otra jerarquía, como gerencia a nivel sudamericano, no se apoyaba ese tipo de práctica que 
los gerentes locales pretendían hacer. 


Entendemos que si esto prospera va a ser un retroceso para las garantías de los trabajadores en toda la región, 
porque no lo vemos como algo casual. Estamos seguros de que se trata de una política intencionada, por lo 
menos de algunos sectores vinculados a un cierto nivel de jerarquía dentro de la empresa. No podemos 
garantizar que sea a nivel del extranjero, pero sí a nivel local porque, incluso, en otros molinos que no son de 
la misma empresa, pero que tienen cierta vinculación, también se ha dado esta especia de embate por parte de 
los mandos medios y de los gerentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, claro. 


En las dos cosas quedamos a disposición. Agradecemos que nos hagan llegar cualquier novedad que tengan 
del Ministerio, para estar al día, así como también toda documentación que hayan dejado en el Ministerio - 
como la sentencia judicial-, a fin de repartirla a los integrantes de la Comisión, para que a la hora de la salida 
pública, del planteo a la prensa, todos tengamos la información más precisa posible. Eso nos ayudaría mucho 
Nosotros vamos a dejar la Presidencia, pero el próximo presidente trabaja igual. 


Les agradecemos la presencia. 
(Se retira de sala la delegación de trabajadores del Molino Glencore, de Melo) 


(Ingresa a sala una delegación del Sunca y de trabajadores de Compañía Nacional de Cemento) 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de CNC -Compañía Nacional de Cemento-, integrada 
por los señores Javier Díaz, Richard Ferreira, Fernando Correa, Juan Cuadrado y Homero López. 


SEÑOR FERREIRA (Richard).- Agradecemos a la comisión por recibirnos, una vez más, como 
organización sindical. 


Voy a hacer una introducción a la problemática que vienen sufriendo los trabajadores de Compañía Nacional 
de Cemento, ubicada en la ciudad de Pan de Azúcar, Maldonado. Se trata de una planta que reúne a ciento 
veinte trabajadores. Desde hace muchos años, venimos administrando una situación compleja. Dos de los 
compañeros que nos acompañan llevan más de treinta años trabajando para esta empresa; sin duda, tienen las 
suficientes credenciales para hacer aportes a la comisión. Si bien hoy existe un detonante en cuanto a un 
anuncio realizado por la empresa la semana próxima pasada, la situación ha sido compleja para los 
trabajadores desde hace muchos años. 


Esta fábrica está ubicada en la ciudad de Pan de Azúcar; debido a su ubicación geográfica, cualquier 
situación que se pueda dar en el lugar de trabajo repercute directamente en el conjunto de la sociedad. La 
totalidad de los trabajadores vive en la ciudad de Pan de Azúcar. Por lo tanto, hay que tener en cuenta el 
efecto social que puede generar una situación compleja en el departamento, en particular en esa ciudad 


Hablaré sobre cuál ha sido la postura del sector empresarial en los últimos tiempos, a efectos de que la 
comisión lo tenga claro. En el último Consejo de Salarios, esta empresa fue una de las que se rehusó a firmar 
el convenio colectivo, planteando situaciones que no estaban en la agenda de la negociación colectiva, con 
una mirada corporativa. Si no hubiera sido por ese ámbito, seguramente estos trabajadores no tendrían 
convenio colectivo. De hecho, el convenio vigente está firmado por todas las gremiales empresariales, con el 
rechazo del directorio de CNC. 


La semana pasada, fuimos convocados por el directorio de esta empresa para comunicarnos que, producto de 
una compleja situación, había tomado la determinación -a partir de que realizaba el plan de negocios del 
presupuesto para el año 2016- de entrar en el mercado nuevamente, con una lógica de profundizar la 
competencia con las demás caleras del sector, manifestando que la posibilidad de competir en el mercado no 
solo significaba aumentar los ritmos de producción, sino también rebajar el salario de los trabajadores en este 
año. Hay que tener en cuenta que según el convenio colectivo que tiene vigente el sector extractivo, se debe 
producir un ajuste salarial a partir de enero de 2016. La empresa plantea que la única forma de lograrlo es 
trasladar los costos a los trabajadores y, por lo tanto, no aplicar el ajuste, violentando el convenio colectivo y 
no reconociendo un acuerdo realizado en el año 2005, donde se reconoce el pago de la prima por antigúedad. 


Esto, sin duda, fue un detonante. A nuestro entender, el sector empresarial desconoce la negociación 
colectiva, violenta el convenio colectivo. La dirección de nuestro sindicato está preocupada porque, de 
producirse esto, se estaría sentando un precedente bien embromado para la negociación colectiva, en 
particular para todo el sector extractivo. Debemos tener en cuenta lo duro que fue para este sector pasar por 
períodos muy complejos, en donde no había negociación colectiva. Estos trabajadores no solo no tenían ese 
ámbito, sino que esa situación los llevó a una pérdida salarial bien importante. Esto solo se pudo revertir a 
partir del año 2005, cuando se instalaron los Consejos de Salarios y quedaron incluidos en el Grupo 9, 
Subgrupo 03. 


A partir de ese nuevo escenario, se inició un proceso para todo el sector de extractivas que no fue solo de 
recuperación del salario real perdido en los años anteriores, sino también de búsqueda de una equiparación 
salarial y de una nueva estructura de categorías, teniendo en cuenta la desregulación que se había producido 
en los últimos veinte o treinta años, debido a que en este país no había negociación colectiva para la inmensa 
mayoría de los trabajadores. En este sentido, esta empresa ha sido pionera y sigue insistiendo con su política 
empresarial. 


El año 2015 fue muy duro para los trabajadores de CNC porque, en definitiva, en el mes de diciembre, 
levantamos un conflicto de más de treinta y tres días. La razón de ese conflicto fue que la empresa anunció el 
envío al seguro de paro de más de noventa trabajadores. Con un grupo minoritario, pretendía continuar 
sosteniendo los mismos ritmos de producción, lo que significaba una nueva intención de desregulación del 
convenio colectivo, planteándose claramente -esto estuvo en discusión el año pasado en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social- la multitarea o la multifunción, desconociendo una estructura de categoría y 
evaluación de tareas que está acordada en el ámbito del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


En el 2015, con el mejor criterio y con la mayor voluntad, tratamos de no poner piedras en el camino, en 
función de la situación planteada por el sector empresarial. 


Solicitamos ser recibidos en esta comisión por la situación planteada con la compañía CNC que, en esta 
oportunidad, nuevamente, busca el consentimiento de los trabajadores y la aceptación de una rebaja salarial, 
desconociendo el convenio colectivo. 


En la planta estamos en una situación de alerta porque, de hecho, la negociación que cerramos y que levantó 
el conflicto significó un acuerdo que tenía, entre uno de sus contenidos, aceptar una rotación en el seguro de 
desempleo a lo largo del año 2016. Inclusive, el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social haría las 
gestiones. Por lo tanto, se aceptaban las extensiones del seguro de paro en aquellos casos que correspondiera. 


La intención de la organización sindical era tratar de generar un ámbito de negociación que nos permitiera 
continuar en un proceso de producción, atendiendo y teniendo en cuenta la importancia de la producción en 
general, no solo para el departamento o esta industria, sino para el país. 


Estamos en una situación límite. Ya hemos convocado para los próximos días al Consejo de Salarios para 
informar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a las gremiales empresariales de esta situación 
compleja porque, de hecho, lo que plantea CNC es, lisa y llanamente, descolgarse del convenio colectivo, si 
bien no fue el planteo formal pero, de hecho, genera una condición diferente a lo que han sido los procesos de 
discusión de negociación colectiva. 


SEÑOR CORREA (Fernando).- Soy dirigente de la rama extractiva del Sunca y también trabajo en la 
Compañía Nacional de Cemento desde hace aproximadamente diez años. 


Desde que nos tocó la changa de dirigir este centro de trabajo, veníamos denunciando a los gerentes 
problemas en la planta, porque es una empresa que desde el año 2008 ó 2009 ha vendido todo lo producido y 
en los últimos tiempos produjo lo que no había producido en muchísimos años. 


Desde el año 2008 a esta parte, hemos visto que se trabaja de manera exagerada, no correcta para nosotros. A 
modo de ejemplo, esta empresa tenía empresas tercerizadas a rolete, haciendo tareas que debíamos cumplir 
nosotros. A veces, nos quedábamos sin tareas, porque no nos mandaban a hacer nada, y luego las tareas eran 
realizadas por las empresas tercerizadas. Nos referimos a esto, porque hoy no entendemos la situación por la 
cual dice la empresa que está pasando. Si en seis años produjiste más de lo que producías y vendiste hasta el 
viento, no podés decir que estás en crisis por seis meses que bajó la venta. Inclusive, la empresa nos mostró 
la gráfica cuando tomaron esta medida que mencionaba el compañero. La gráfica mostraba que en algunos 
productos la venta había bajado en los meses de junio o julio, pero no nos mostraron ninguna gráfica para 
atrás. 


En julio, esta empresa tomó una decisión parecida, porque perdió un cliente importante, que era CGTEE, de 
Candiota, Brasil. 


CNC vendía el producto a Ancap para esa central eléctrica. Entonces, al perder ese cliente nos informa que va 
a mandar cincuenta trabajadores al seguro de paro. El informe correspondiente se dio en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social negociando y dialogando con el sindicato. Allí acordamos que de cincuenta se 
bajara a cuarenta trabajadores, lo que sucedió cuando la empresa iba a hacer un mantenimiento al horno y 
aprovechando la pérdida de CGTEE. 


En esa oportunidad fueron al seguro de paro entre treinta y cuarenta trabajadores. Todo se dio normalmente e, 
inclusive, negociamos la forma de trabajo de esos cuarenta y cinco días con los compañeros en el seguro de 
paro. Se trabajó con normalidad y siempre con un continúo diálogo con el sindicato. 


El 30 de octubre pasado la empresa, con un estudio jurídico nuevo, nos da la información de que a partir del 
1* de noviembre -o sea, dos días más tarde- iba a mandar noventa y dos trabajadores al seguro de paro con 
motivo de la baja venta y la reducción de las ventas en esos cuatro o cinco meses. Por eso intentamos 
dialogar e implantar una negociación, que fue negada por la empresa desde el primer momento. Se nos dijo 
que la decisión había sido tomada unilateralmente y que no teníamos margen de negociación y si queríamos 
negociar algo, sería sobre la base que ellos estaban proponiendo. Es decir, no solo con noventa y dos 
trabajadores al seguro de paro sino que de estos había ochenta y cinco, solo de la línea de producción, de un 
total de ciento treinta y cuatro. Por tanto, el 95% de los puestos administrativos, la gerencia y los directores 
quedaban trabajando. Entonces, planteamos que si hay una venta baja algún administrativo debería ir al 
seguro de paro. Y, sin embargo, no fue así. 


El 1* de octubre entramos en conflicto; estuvimos treinta y tres días de huelga. En esos días defendíamos 
nuestra fuente laboral, porque nos decían que aproximadamente estarían sobrando cuarenta y dos puestos 
operativos. Además sabíamos bien que con ese número de gente trabajando iba a haber una multifunción y 
una sustitución de tareas, lo que efectivamente sucedió. 


Tras varias negociaciones en el Ministerio, el 3 de diciembre logramos entrar a trabajar con 
aproximadamente cuarenta personas que hoy hay en los cargos operativos. Días pasados tuvimos una reunión 
con el director de la empresa quien nos informó que menos de esta plantilla no iba a haber trabajando. Pero sí 
nos dijo claramente que iba a haber pérdidas de puestos de trabajo. También se iban a recuperar líneas de 
producción y de venta de pórtland y cal, por lo cual entrarían cuatro o cinco trabajadores más. Ante esto, 
decimos que va a continuar la multifunción y la sustitución de tareas. Esto no es lo más grave, dado que hoy 
los compañeros, con el susto de preservar su fuente laboral, están trabajando con niveles de seguridad muy 
nefastos. A modo de ejemplo, citamos el caso de la tira de barrenos en la cantera. El otro día tiraron uno y 
como salían a las tres de la tarde lo prendieron a las tres menos diez y después de esto fueron a prender la 
sirena. Cuando sintieron la sirena ya había explotado el barreno. El otro ejemplo es el de la trituradora, a la 
que se le trancan piedras y para destrancarlas hay que apagarla. Como esto lleva tiempo, destrancan la piedra 
con la trituradora prendida. Si se cae uno adentro, ni hablar que encontramos solo el rojo. 


Todo esto nos está preocupando, más allá de que el tema de fondo es la situación en que la empresa está, o en 
la que dice que está, que no es responsabilidad de los cargos operativos como bien sabemos. Si aquí hay una 
responsabilidad es de los cargos gerenciales y hasta dejo afuera a los cargos medios. Con respecto a los 
cargos gerenciales, sabemos que no se han tomado medidas de tipo alguno. Siguen estando los mismos 
cargos gerenciales y los mismos mandos medios. Nosotros no decimos que corran a nadie ni nada por el 
estilo pero sí que este mal funcionamiento de la empresa no debe ser responsabilidad de los trabajadores 
operativos. Si en seis años se vende lo que no se vendió nunca y en seis meses baja la producción y la venta 
no se puede decir que los cargos operativos fueron el resultado de esta situación. 


También queremos informar que en estos seis años no se ha invertido en nada. Se hizo una línea nueva muy 
baja de producción vinculada con el calcárea agrícola y con los pollos, pero no es una inversión grande. Fue 
la única inversión que se hizo en ese tiempo. Inclusive, se invirtió mal: se hizo con una empresa que tenía 
trabajadores en negro y nosotros denunciamos esta situación. Negociamos con ellos en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y esta obra tuvo problemas en la estructura, porque la empresa por pagar barato a 
una empresa tercerizada tuvo que volver a invertir después cuando, literalmente, se cayó un silo. Inclusive, 
corrió riesgo un ingeniero que estaba trabajando en el lugar y dos operarios, porque el silo cayó a poquitos 
metros de donde estaban ellos. 


Esta empresa siempre se ha manejado con estos lineamientos. Después, los compañeros que llevan más años 
trabajando van a profundizar sobre estos temas. Es una empresa que no ha invertido y dejó de producir el 


pórtland por el año 1998. Sí se siguió con el embolse, con la molienda y el embolse del pórtland hasta el año 
2010 y hoy no produce pórtland. Se lo produce Cementos Artigas y ellos lo venden a nombre propio. 


Estos temas los hemos denunciado y conversado con la empresa, desde el directorio hasta los cargos 
gerenciales que se han reunido con el sindicato. También hace pocos años hicimos una denuncia ante el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por represión sindical, porque se ofrecía a los trabajadores 
desafiliarse del sindicato para darles cargos de confianza. Al día de hoy, la empresa, en forma unilateral, 
decide este hecho que nos parece lamentable y un ataque a la organización. 


SEÑOR LÓPEZ (Homero).- Voy a hacer una síntesis de lo que me han enseñado los años que llevo 
dentro de la empresa, que son casi treinta y cinco, que no es poca cosa. Sobre la memoria que tengo voy 
a dejar algo presente aquí. No es la primera vez que esta empresa hace estas tentativas de dejar gente 
sin trabajo. En 1997, cuando producíamos un poco de cemento, éramos una fábrica chica. En realidad, 
no tan chica, porque producíamos cemento y abarcábamos parte del este del país. A partir de 1997 
intentaron dejar gente afuera y con ellos trataron de solventar un emprendimiento nuevo, que fue una 
calera, a través de un préstamo. El emprendimiento fue financiado con los despidos y con los seguros 
de paro, ya que estuvimos casi un año luchando. 


Antes de 1980 la empresa siempre tuvo una plantilla de entre ciento treinta y cuatro y ciento cincuenta 
operarios. Hizo achiques en algún momento, pero siempre volvió a la misma plantilla. Hoy está en el mismo 
sistema: rebajas salariales, pérdida de salario, pérdida de prima por antigiledad y cosas que a través del 
tiempo hemos ido recuperando. 


Más allá de esas cosas, lo fundamental es que la empresa tiene antecedentes, así que está bien denunciarla en 
este momento. No es la primera vez que achican salario y que hacen este tipo de reducción de personal. 
Siguen con esas libertades, que no sabemos quién se las da, y nos vienen a decir que van a omitir el convenio 
que firmamos en los Consejos de Salarios. 


Debemos tener memoria y hacernos eco de las leyes que tenemos. La idea es poder negociar en los Consejos 
de Salarios para llegar en las condiciones que estamos trabajando. Si hoy esas leyes no nos protegen, estamos 
en una situación atípica. 


Entonces, hay que hacer memoria y dejar claro que esta empresa no es de las que hacen las cosas y después 
se olvidan; siguen adelante y logran sus objetivos valiéndose de amiguismos. Es importante que estemos acá 
para tratar de destrabar los amiguismos, no sabemos con quién, con los que logran llegar a sus objetivos. 


SEÑOR CUADRADO (Juan).- Soy trabajador de la CNC y dirigente de extractivas del Sunca. 


Los compañeros han hecho un resumen completo de la situación de la CNC. La empresa funciona desde el 
año 1938. Se encuentra ubicada en un lugar estratégico en Pan de Azúcar, a pocos kilómetros de Maldonado. 
Siempre se ha beneficiado con el boom de la construcción, pero nunca ha volcado esas ganancias a los 
trabajadores. Inclusive, alrededor de la empresa hay un pueblo, llamado Paso Gerona, situado en el kilómetro 
110, y otro cerca de una cantera, que se encuentra a 5 kilómetros, denominado Nueva Carrara. Esos dos 
pueblos crecieron desde el año 1938 a raíz del emprendimiento industrial. En estos años la empresa nunca ha 
hecho nada por ellos. Lo único que ha hecho es romper los caminos y ensuciar con polvo. Jamás hubo una 
colaboración importante en estos ochenta años de existencia. No es lo que estamos pidiendo, pero lo digo 
para que sepan el tipo de empresa que es. 


Están explotando la cantera desde el año 1938, así que del pozo que han hecho ha quedado un cerro invertido 
en el terreno. Además, ha contaminado con polvo toda la zona. En los años de bonanza, de los que ha habido 
muchas veces, nunca se volcaron las ganancias en los trabajadores ni en los pueblos. 


Como decía el compañero López, cuando hay un pequeño receso, como ahora, la decisión que se toma es 
ajustar a los trabajadores; ellos nunca pierden. Sacan salario, sacan trabajadores, y es la manera que tienen de 
funcionar; hasta ahora lo han hecho así. En 1997 nos bajaron el salario y en el 2000 sacaron personal. Es una 
práctica que la empresa viene llevando a cabo cada poco tiempo. Cuando la situación aprieta, los trabajadores 
pagan el pato, pero nunca recibimos los beneficios de los buenos momentos. 


Si bien conocemos a la empresa y sabemos que actúa de esta manera, no nos llamó la atención los envíos al 
seguro de paro ni los despidos; no pensamos que quisiera descolgarse de los convenios que venimos 
trabajando desde 2005. También nos llamó la atención que quisiera sacar una partida por antigúedad que 
figura en los convenios y que nos dijera que no nos pagarán aumento en todo el año 2016. Es una decisión 
bastante extraña de parte de la empresa, y es lo que nos trajo a denunciarla para poder seguir adelante, 
defendiendo los intereses de los trabajadores que en este momento se están mancillando. Sabemos que puede 
haber dificultades, pero no es como la empresa lo quiere presentar. No nos dieron números claros. La única 
información que nos proporcionaron fue una pequeña gráfica que mostraba cómo habían descendido las 
ventas en los últimos meses. Pero, como decían los compañeros, no nos mostraron las gráficas de dos o tres 
años para atrás. Es ridículo que con esa información quieran convencernos de que es necesario rebajar el 
salario y no dar nuevos aumentos. 


SEÑOR DÍAZ (Javier).- Este es un emprendimiento productivo que nació en 1938 y que está muy 
entrelazado con la producción de nuestro país y con la sociedad del lugar. Es más: cuando estuvimos 
cerca de treinta días de conflicto en la planta de la CNC, el ómnibus local casi no tenía pasajeros. Con 
la planta detenida, no tenía sentido que pasara el ómnibus. Lo mismo sucedía con el quiosco de 
enfrente. Con el centro de trabajo paralizado, el pueblo se había convertido en un pueblito fantasma. 


Tenemos una planta donde se procesa y al kilómetro o kilómetro y medio tenemos la cantera de donde se 
extraen los productos para procesar. Se llegó a procesar pórtland en la planta. Hoy ya no se produce. 
Inclusive, parte de la fábrica está abandonada, y eso es responsabilidad de la empresa. Con el correr de los 
años fueron abandonando toda la línea. 


Los más viejos nos cuentan que pasada la década del noventa vino el nieto de quien construyó la planta, que 
ya había construido otras como esta en varias partes del mundo. Cuando llegó a Uruguay se sorprendió de 
que la planta siguiera intacta, igual que el día que la montaron. Tuvimos un emprendimiento que fue 
explotado durante más de setenta años y nunca se le cambió un tornillo. Y a eso se sumó la irresponsabilidad 
con los clientes, factor muy importante para que tengamos esta situación en la planta de CNC. Esta planta le 
vende a la parte agrícola, y uno de sus principales clientes es UPM. Otro de sus principales clientes es la 
industria de la construcción y no solo cuando había diez o quince mil puestos de trabajo ocupados, sino de la 
industria de hoy, que tiene más de cincuenta mil trabajadores ocupados y esta gran cantidad de empresas. Por 
lo tanto, el de hoy es un mercado mucho más importante que el de la década del treinta. 


Hubo muy mala administración por parte de la empresa, que ha sido denunciada permanentemente por los 
trabajadores. Ejemplos sobran, como el de hacer cateos en la cantera y decir que ahí está la cal que hay que 
sacar, pasar un mes escarbando en otro lado y perder un mes de trabajo sin poder sacar nada para explotar. De 
esos casos hay a montones. También tenemos sobrados ejemplos de que esta fábrica hace más de setenta años 
se mantiene como el primer día, sin acompasar los cambios tecnológicos, sin innovar en calidad para tener 
mayor productividad y competitividad y ofrecer a los clientes. Esta planta se fue desmoronando por sí sola y 
se sostuvo básicamente sobre el esfuerzo y el conocimiento del conjunto de los trabajadores. Hay 
compañeros que entraron allí a picar piedra cuando se picaba a marrón, y es con esos trabajadores que se ha 
sostenido ese emprendimiento. 


Hay una primera responsabilidad en la gestión de la empresa que en los años de bonanza se dedicó a 
acumular capitales para sí y no innovó para ponerse a la altura y competir tanto en Uruguay como en otros 
países. Fueron arrastrando una situación y hoy no se sabe si el emprendimiento continúa o no, con lo que esto 
significa para el país, para la industria, para el pueblo y para el conjunto de los trabajadores. En ese sentido, 
los trabajadores hemos hecho innumerables propuestas para encontrar salida a esta situación. Los 
compañeros recordaban que el año pasado la empresa tenía que paralizar un horno. Se comunicó con el 
Director Nacional del Trabajo, fuimos convocados por él y alcanzamos un acuerdo que tenía que ver con que 
había que paralizar el horno durante un mes, y eso significaba el envío de alrededor de cincuenta trabajadores 
al seguro de paro. Administramos esa situación en tanto el horno tenía que estar parado y los trabajadores 
fueron al seguro de paro. Esa fue una forma de transitar la situación. Pero al par de meses fuimos a trabajar, 
como cualquier día, y todos los trabajadores iban a ser enviados en principio al seguro de paro, y su destino 
iba a ser incierto. Los mismos trabajadores que entraron hace más de treinta años a picar piedra con un 
marrón de un día para el otro fueron a trabajar y se encontraron con una empresa que estaba prácticamente 
desfinanciada, sin rumbo cierto, con una fábrica echada al abandono por sus empresarios. Le costaba mucho 
repuntar, tanto en cantidad como en calidad, y al perder competencia y clientes el destino era incierto. A 


nosotros nos sorprendió, porque un par de meses atrás se había convocado a la organización sindical y al 
Poder Ejecutivo para encontrar una salida a la situación y ahora no se tomaba el mismo camino, que había 
sido efectivo. A partir de ahí la planta está paralizada porque la empresa cerró los portones de un día para 
otro. Construimos una propuesta en el marco de la negociación colectiva para abrir un período ventana de un 
año, en el que podíamos ir al seguro de paro en tanto desde el Poder Ejecutivo se avalara la posibilidad de 
extenderlo mientras la empresa volviera a captar clientes y retomara su producción sobre la base de que los 
trabajadores no perdían ningún derecho. 


Entonces, según la propuesta, rotábamos en el seguro de paro, al Estado también le interesaba que ese 
proyecto no desapareciera y por tanto aportaba a la salida de la situación de ese conflicto con la extensión de 
dicho seguro, el sindicato accedía con los trabajadores para rotar y armar una ingeniería de ese tipo durante 
un año. No hablábamos de despido ni de pérdida de beneficio y trabajábamos con los trabajadores que fueran 
necesarios mientras la empresa se iba recuperando, a fin de que el proyecto continuara y no existiera pérdida 
de los puestos de trabajo. En todo caso, se empezaría a partir del año a explorar la posibilidad de que si había 
trabajadores que estaban en condiciones de jubilarse se podían jubilar y si la empresa podía retomar algunos 
clientes -que había perdido producto de su irresponsabilidad en el manejo de la empresa- se podía recuperar. 
Esa propuesta la hizo el sindicato y fue acompañada por el Poder Ejecutivo. Esto lo acordamos sobre la base 
de que se respetaría lo que dicen la legislación y el convenio colectivo, porque los trabajadores son parte, 
están enmarcados en el convenio colectivo de la industria de la construcción. 


La semana pasada nos enteramos, en el marco del Consejo de Salarios y de una reunión que mantuvimos con 
la empresa en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de que la única manera de poder resolver este 
problema, que se acarrea desde hace muchísimos años, es no pagando el aumento que les corresponde a los 
trabajadores por el convenio colectivo ni su prima por antigúedad. Hay planteos que no son nuevos en la 
empresa, porque hay un antes y un después del 2005, como planteaba el compañero Richard. Lo que parece 
que se añora por parte de esta empresa es volver a las épocas en las que la negociación colectiva no existía en 
el Uruguay, y menos en esos lugares. Para ellos era muy viable este emprendimiento, pero a partir del 2005, 
cuando los trabajadores están involucrados en los Consejos de Salarios y en la legislación uruguaya, 
empezaron a surgir todos los problemas. En esa salida que acordamos a fin de año nosotros accedíamos al 
seguro de paro y el Poder Ejecutivo, como forma de ayudar a que el emprendimiento no desapareciera y los 
trabajadores no perdieran su puesto de trabajo, otorgaba la extensión. Me parece que es una cuestión ilógica y 
que deberíamos llamar la atención en el sentido de que una vez acordado eso la empresa plantee otra vez 
caminar por fuera de la legislación uruguaya y de los convenios colectivos, cuando lo que se está intentando 
es armar una suerte de salvavidas para que el emprendimiento continúe. 


Queremos ser muy claros. Acá hay una responsabilidad de gestión en toda la línea por parte de la empresa. 
Estamos denunciando con mucha claridad, como sindicato y trabajadores organizados, que si alcanzamos un 
acuerdo en el marco de la negociación colectiva no puede ser que a los dos meses la empresa una vez más 


por sí sola quiera cortar camino y evadirla, pero haciéndose de los beneficios que la negociación colectiva 
brinda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un gusto recibirlos en la comisión. 


Dentro de la industria de la construcción, el primer sector que pierde la negociación colectiva es el sector 
extractivo en 1991. Según la vieja ley de Consejos de Salarios, había tres grupos salariales. El grupo 38, que 
se mantuvo durante todo el período, terminó con negociación bipartita hasta 1997 o 1998 y el sector del 
grupo 47, de extractivas, fue el primero en perder negociación colectiva de rama, manteniendo alguna fábrica 
un poco más allá. Pero a principios de los noventa, y hasta 1996, el hormigón ya no tenía más laudo ni 
negociación colectiva. Parece sensato pensar que este fue uno de los sectores que tuvo más dificultades para 
mantener la negociación colectiva. Al igual que nosotros conocen cuáles son las condiciones de trabajo que 
se heredaron en la calera y que hubo que recomponer en las areneras; conocen de la precarización laboral 
extrema. Todavía en muchos sectores falta el respeto a lo acordado. No estamos hablando de una pequeña 
calera, allá lejos, con pocos trabajadores que expresan dificultad para el cumplimiento del laudo, sino de uno 
de los emprendimientos más importantes desde el punto de vista de la cantidad de trabajadores, precisamente, 
en un año en que se instalan los Consejos de Salarios en el sector de la construcción. Además, no se puede 
comprender algunos indicadores sociales sin entender lo que ha sido la negociación colectiva, inclusive, 
desde el punto de vista de la retribución de la riqueza, sacando gente de la pobreza. Ahí tenemos un 
problema. 


El segundo problema es más general y tiene que ver con las enormes dificultades para que se construya una 
perspectiva de competitividad a la alta, sobre la calidad, la inversión y la innovación tecnológica. En general, 
cada vez que se habla de competitividad, es en términos del siglo XIX, y de que esta revolución científica 
tecnológica se va a lograr con tracción a sangre, cuando en realidad los más altos niveles de competitividad 
en esta rama de actividad en particular tienen que ver con la inversión y con las nuevas tecnologías. 


Por lo tanto, como Comisión podemos fortalecer los ámbitos de negociación que ya existen; podemos 
convocar a la empresa. Es claro que en la normativa existen procesos a cumplir si existen razones de fondo 
para pensar en un descuelgo de la negociación colectiva. Para eso es necesario que toda la información esté 
arriba de la mesa. De hecho, no hay organización social que pueda negociar la renuncia a una conquista 
salarial porque le digan que la empresa está mal, menos cuando se trata de una industria que si bien no está 
en los niveles de pico de actividad que tuvo en el 2011 o 2014, en términos históricos tiene un nivel de 
actividad muy superior a la media. La industria de la construcción ocupó en el entorno de los 35.000 
trabajadores promedio en la década de los 90; 15.000 trabajadores entre el 2002 y 2003; 40.000 trabajadores 
en el 2006 y 2010. Hoy está entre los 53.000 y 54.000 trabajadores. No está en situación de riesgo. Es obvio 
que no está en los niveles que tuvo cuando el boom de Montes del Plata, pero lejos está de una circunstancia 
extrema de crisis. Es más, los indicadores de producción muestran que este año va a estar relativamente 
estable y potencialmente replicando en el último trimestre. 


Como dije, podemos convocar a la empresa a una instancia de negociación y hasta ofrecernos para dar una 
mano en una instancia bipartita por fuera de este ámbito, porque a veces los ritmos de la Comisión son más 
lentos. La Comisión no tiene la facultad que tiene el Ministerio de Trabajo y de Seguridad Social de convocar 
y multar a quien no viene. La concurrencia es voluntaria y a veces se dilata. Sabemos que en un escenario de 
estos el tiempo pasa a ser un elemento de presión muy complicado. Yo doy fe de que tenemos una actitud 
hostil a la negociación colectiva, aun contando con un sindicato que ha sabido choferear momentos 
complejos. Recordemos que el sindicato acordó perder beneficios en momentos de dificultades. Está claro 
que para los sindicatos no es fácil acordar perder beneficios. Sin embargo, se firmó convenio para postergar 
algunos beneficios. Luego hubo que remarlos. No es que en momentos de dificultad el sindicato no se haya 
sabido mover, pero es muy difícil acordar una política de hechos consumados si te llevan con el poncho, 
porque en vez de convocar a discutir la dificultad, se impone una solución. Objetivamente genera una 
situación conflictiva. Creo que hay la suficiente experiencia en negociación colectiva de un lado y del otro 
como para saber que si se toman determinadas medidas se genera una situación conflictiva. No hace falta 
tener demasiadas luces. Basta con conocer la realidad de la fábrica para conocer la importancia que tiene para 
el departamento y, en particular, para Pan de Azúcar. Podemos hablar de cien y algo de puestos de trabajo y 
para el millón y medio de trabajadores del país no es nada, pero para una localidad, esa posibilidad de 
emprendimiento y trabajo es la vida o la muerte. 


Está claro que es urgente buscar salidas a este conflicto. A fin de año habrá negociación colectiva y tendrán 
espacio para negociar con tiempo sobre la base del cumplimiento de lo anterior. Está claro que es muy difícil 
instalar ámbitos sobre la base del no cumplimiento de lo anterior. Repito: hay un montón de emprendimientos 
extractivos que son mucho más pequeños y quedaría una condición mucho más compleja. No me imagino a 
la dirección de rama asumiendo incumplimiento de convenio de un emprendimiento grande y yendo a 
hacerlos cumplir en emprendimientos pequeños. Es una condición complicada. 


Hay otros temas de largo plazo, como el de la viabilidad y el del desarrollo de proyectos productivos. No se 
van a resolver de un día para el otro, pero está bueno que discutamos las dos cosas porque, en definitiva, las 
condiciones de trabajo, el cumplimiento del laudo y demás tienen que ver con que el emprendimiento 
apuntale y deje de atar con alambre. Hemos visto atado con alambre de verdad. 


Estamos a disposición para coordinar con el Ministerio a fin de que las negociaciones se complementen y no 
se superpongan, instalando ámbitos que puedan ser fuera de acá. Tenemos los teléfonos abiertos y desde el 
Parlamento estamos dispuestos a dar toda la difusión necesaria a nivel del departamento. 


SEÑOR CUADRADO (Juan).- Como dirigente de la industria extractiva nos preocupó mucho el 
anuncio que hizo el director en la última reunión, cuando dijo que la Compañía Nacional del Cemento 
le iba a hacer la guerra a las otras caleras. Las van a atacar para sacarles el mercado. Si además de la 
guerra van a plantear bajar el salario a los trabajadores, estamos hablando de algo que no es ético 
para una empresa. Eso nos preocupa porque vamos a tener problemas con las otras caleras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la visita. Quedamos a vuestra disposición. 
(Se retira de Sala la delegación del SUNCA y de trabajadores de CNC) 


(Ingresa a sala la delegación del Untmra y de trabajadores de la empresa Laja) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Untmra, integrada por las señoras Andrea 
de León y Ana Silva y los señores Luis Vega y Augusto Míguez, y a una delegación de los trabajadores de la 
empresa Laja, integrada por los señores José Michetti, Fabricio Alboa y Waldemar Barreiro. 


SEÑOR VEGA (Luis).- Hemos pedido esta reunión porque estamos viviendo una situación particular 
con la empresa Laja. Como sabemos, la industria del plástico ha decaído, pero a esto se agrega que se 
está aplicando la ley de concurso voluntario. Todas las empresas utilizan al colectivo de trabajadores 
para conseguir que esto se estire en el período de funcionamiento de la fábrica y rebajar la deuda 
considerablemente. 


Se fue a concurso con la empresa Gepax, en el que se manejaron millones de dólares, pero los trabajadores 
quedaron sin cobrar los despidos. Luego se fue a concurso en Ferretti, donde los dueños desaparecieron y se 
le quedó debiendo a un pueblo, pero aquí hubo una salida diferente. Se armó un emprendimiento que lo 
vienen remando, pero es muy difícil. 


También se hizo un concurso en una empresa llamada Jaspe y la patronal metió las tarjetas de Anda, de 
Tienda Inglesa, de teléfonos; hizo un agujero bien grande. Les dijeron a los trabajadores que iban a seguir 
trabajando, pero todos volaron. Después, la empresa resolvió pagar US$ 2.000.000 en cuotas de US$ 300.000 
durante cinco años y siguió haciendo lo que estaba haciendo antes. 


Nosotros no estamos seguros, pero parece que la empresa Laja debía alrededor de US$ 30.000.000 y se 
presentó a concurso con doscientos trabajadores. Hace un tiempo echó a cincuenta y les pagó la mitad del 
despido. Estaba habilitada a hacer eso por estar en concurso o sea que fue un procedimiento legal. Tuvimos 
un conflicto muy duro y al final quedaron algo más de cien trabajadores. Pasado el tiempo la empresa Laja 
pretende echar a cincuenta o sesenta más y dejar la planta trabajando con cuarenta personas. Después de que 
hizo el proceso del concurso, de decir que los trabajadores iban a seguir trabajando y de realizar acuerdos por 
todos lados, quiere desembarazarse de una cantidad de trabajadores. Pero lo más interesante es que 
casualmente echa a los sindicalizados, a los cuales hizo usar todo el seguro de paro y algunas extensiones de 
este. Además, la empresa no aceptó que una parte del personal sindicalizado rotara en el seguro de paro. 
Mientras, otra parte del personal no sindicalizado no ha tocado ni un día del seguro de paro. Como decía, la 
empresa echa a cincuenta trabajadores, casualmente todos los del comité de base. Deja a un trabajador, al que 
le pagan por cincuenta horas, que son las que le corresponden como integrante de la dirección del sindicato, 
pero todo el resto del mes no cobra. Intentamos que se les estirara el seguro de paro a algunos trabajadores a 
los que se les había terminado, pero la empresa no presentó los papeles. Hay una nota del mes de julio, que 
luego los compañeros van a leer, donde se establece que en la empresa hay una desidia muy grande. 
Entonces, se preguntarán a santo de qué venimos al Parlamento. 


Hemos venido a informarles que nos echaron a todo el comité de base, a ocho personas de la dirección de la 
Untmra dentro de la fábrica, y que se han dado otras situaciones bastantes complejas. Por ejemplo, hasta el 
11, la fábrica estuvo en actividad, pero los sindicalizados que estaban trabajando no cobraron el sueldo. No 
pasó lo mismo con los que no estaban sindicalizados, a quienes les pagaron ese día. El 11 se hizo efectiva la 
medida por la que echaban a cuarenta empleados y por eso nosotros paramos. La empresa no respeta pelo ni 
marca. 


Consideramos que no deberíamos venir al Parlamento a discutir cuestiones que se deberían resolver en el 
ámbito sindical, pero cuando fuimos a parar la fábrica, pusieron guardia armada, y no lo pudimos hacer 
porque la gente estaba encerrada adentro. Los trabajadores sindicalizados que estábamos trabajando para 
hacer una asamblea con los trabajadores sindicalizados que habían sido echados, que venían de la licencia el 
11, tuvimos que entrar, pero no lo hicimos por la fuerza. Un delegado habló con la gerencia de la empresa y 
dijo que esperáramos. Al final, entramos por un portón. 


Se dijo que ocupamos la planta, pero no lo hicimos; fuimos a hacer una asamblea. Se nos interpuso un 
recurso de amparo y, al otro día, terminamos en el juzgado; a los trabajadores despedidos no les pagan el 
despido; dicen que se lo van a pagar en doce o catorce meses. Además, a los trabajadores que estaban 
trabajando y pararon no les pagan el sueldo. 


Nosotros venimos a denunciar esta situación porque la empresa Laja está haciendo usufructo del concurso, 
porque de lo contrario debería haber pagado US$ 30.000.000 o US$ 40.000.000, que debía, y zafó de pagar. 
También le debe millones al Banco de la República, pero esa deuda no ha sido ejecutada. 


Como es obvio, esta empresa lleva adelante claras represiones con la organización sindical y con los 
trabajadores. Si planteamos esto en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se la intima a que presente 
una solución. Pero si no hay un planteo por parte de la empresa para acordar con los trabajadores, es decir, si 
las partes no se ponen de acuerdo -y no por que los trabajadores se pongan en necios, sino porque la empresa 
no hace ninguna propuesta-, el Ministerio no puede hacer nada. 


Nos llevaron al juzgado para sacarnos de adentro de la planta. La jueza propuso a la empresa hacer un 
acuerdo para encontrar una salida para los trabajadores. Sería insólito que si no nos pagan los sueldos ni los 
despidos quedáramos haciendo la bicicleta y una planta de las dimensiones de esta nos diga que tenemos que 
salir de la ruta. En el Ministerio, en todos lados, estamos con las manos libres; ahora, eso es medio dificil 
cuando en el terreno de lo sindical hay cuarenta despedidos, cuando si queremos parar -y de los cuarenta y 
cinco que están trabajando, treinta y pico se pliegan a la medida-, nos traen gente contratada, como está 
sucediendo ahora -están trayendo pandillas para cargar camiones, para sacar la materia prima, para sacar 
todo-, y cuando si tomamos alguna medida para contrarrestar eso, se nos aplica la fuerza del orden. Porque 
nosotros no le vamos a ir a pegar a nadie ni a propiciar ningún hecho de violencia, pero a esta altura, 
lógicamente, si en los puestos de trabajo no podemos tomar una medida, o sea, instalar una asamblea 
permanente en el lugar de laburo, van a terminar trayendo a cualquiera. 


Según el acta que nos hicieron en el juzgado para desalojarnos, la gente que reclamó el derecho al trabajo por 
el recurso de amparo fueron: el gerente “import- export”, que está trabajando en otro lado; la administrativa, 
que está en San Martín; el contador que administra la empresa. O sea, los que plantean el recurso de amparo 
son solo dos o tres que trabajan con nosotros, obligados por las circunstancias. 


Entonces, nosotros estamos denunciando la situación en la cual se encuentra esto. Y queremos saber qué se 
puede hacer desde el Parlamento, porque esa fábrica, desde su inicio, se instaló en los terrenos de Perfiles 
Guida, que fueron cedidos por el Gobierno, y ha tenido muchas ventajas de parte del Estado y a través de las 
leyes, en otras épocas. Nosotros no tenemos la soberbia de venir a decirles a los legisladores qué es lo que 
hay que hacer, pero entendemos que en el Parlamento uruguayo debería darse una discusión respecto a la 
posibilidad de cambiar ese recurso de amparo, porque por esa vía lo que se está haciendo es impedir una 
lucha normal entre los trabajadores, si hay cien trabajadores de un lado y tres del otro que, presionados por la 
empresa, firman cualquier cosa con tal de mantener el trabajo. Ellos tienen la opción de elegir de qué lado 
están en esta discusión; ahora, hay ochenta trabajadores que están siendo reprimidos y la empresa plantea las 
siguientes medidas: no aplicar más el salario que existe en Laja, cuyas categorías fueron acordadas hace años 
-antes de que se cambiaran en el laudo, se habían acordado dentro de la empresa- y están registradas en el 
Consejo de Salarios. Además, durante muchos años, Laja obligó a los trabajadores a hacer doce horas. 
Durante un conflicto muy largo, cuando Grasside asumió en la Inspección General del Trabajo -eso indica los 
años que hace que se habló del tema-, se nos llamó para decirnos que tenían que hacer ocho horas y no doce, 
que era lo que queríamos. En la empresa se acordó que pasáramos a hacer ocho horas y por esa 
obligatoriedad de hacer doce horas diarias que tenían los trabajadores, se estableció una compensación hacia 
adelante a través del pago del vacacional complementario. En otras situaciones de intercambio con la 
empresa, se acordó el pago de tiques para la comida. Antes se pagaba parte de la comida; en cierto momento, 
no se pagó más y, en compensación, se empezaron a pagar tiques. También se acordó el pago por antigúedad 
en la empresa. 


En definitiva, hoy a los trabajadores que queden trabajando, la empresa les plantea que el salario va a ser el 
laudo, no lo que rige ahí adentro desde hace diez años. Ya pagó el vacacional; a algunos trabajadores no les 
pagó el complementario que mencioné antes, que está registrado en el Ministerio y forma parte del salario, no 
es una cosa que arreglamos entre gallos y medianoche. Tampoco van a gozar de la antigúedad. Todos los 
derechos quedan para atrás; volvemos al laudo pelado. En Laja, hace años tenemos acordadas cuarenta horas 


semanales. La empresa también lo quita. Saca todos los derechos y, derecho viejo, barre con la organización 
sindical: el comité de base que elegimos hace tres o cuatro meses está todo echado; deja solo una parte del 
personal. Creemos que lo que está haciendo es hacerlos trabajar hasta pagar los despidos en doce o catorce 
meses, como les están ofreciendo a los trabajadores, y así sale de la situación ahorrándose todos los dineros 
que debía antes del concurso: treinta y pico de millones de dólares, que evidentemente para algún lado 
fueron. Porque no es como el azúcar de Elizalde, que se la llevaron las hormiguitas; estos son caños de 
plástico, así que la materia prima que se compró con los préstamos que se pidieron o la que se produjo, se 
vendió y no se pagó a algunos a quienes se les debía. No se evaporó la plata. En Laja no hubo malos 
negocios, sino que desapareció la guita. 


Aclaro que los trabajadores que, según la empresa, seguirían trabajando también están en el conflicto, porque 
se enfrentan a una rebaja salarial brutal. 


Entonces, nosotros estamos interesados en que el Parlamento nacional tome alguna acción al respecto, 
teniendo en cuenta que esa empresa, dos por tres, pide al Gobierno diversas ventajas. Además, sería bueno 
ver cómo se puede hacer para que se priorice el derecho colectivo -porque no es que ahora estemos hablando 
de tres que quieren ir a un conflicto- en una discusión en los marcos normales: Ministerio, Consejo de 
Salarios. Hace muchos años, tuvimos una huelga muy grande en Laja -en esa época no se aplicaba el recurso 
de amparo, aunque me imagino que existiría-, pero se le preguntaba al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social si estábamos negociando, y mientras estuviéramos negociando, la Seccional 6ta. estábamos en su área 
de competencia- no desalojaba a los trabajadores. De lo contrario, cesar la actuación y dejarnos las manos 
libres, para nosotros significa que nos dejan las manos libres para que nos las aten a la espalda, porque en el 
momento en que queremos tomar una medida de extensión del derecho de huelga, la ocupación del lugar de 
trabajo por parte de los actores reales, que son las personas que trabajan en esas máquinas y no quienes piden 
que se utilice un recurso para que nos desalojen -el gerente, la telefonista de San Martín, el que está en el 
local de ventas-, se produce el desalojo. Por lo tanto, sería bueno ver si se pueden transformar algunas de esas 
cosas para que no sea tan automático. 


A nosotros nos hicieron llegar la noticia de que estaban despedidos los compañeros el día 11. Pedimos una 
entrevista en el Ministerio, a donde concurrimos el día 13, discutimos y el director Castillo y Liliana 
Sarganas, del Consejo de Salarios, nos dijeron que hiciéramos una propuesta nosotros y otra la empresa de 
cómo salir del tema. La empresa no llegó a presentar ninguna propuesta al respecto; no hubo una reunión en 
el Ministerio porque la negociadora está de licencia, y ya nos desalojaron del bicicletero, no de la planta, que 
no la ocupamos nosotros. Sería bueno ver en qué medida se podría dar una mano en esto. 


Incluso, como salida al conflicto no queremos que nos den todo lo que pretendemos, que es que los 
compañeros roten en el seguro de paro, que los cuarenta vayan al seguro, ya que los compañeros afiliados 
están dispuestos a ir al seguro. Si la empresa quiere trabajar con esos cuarenta, de los otros cuarenta que están 
echados, muchos se retirarían de la empresa porque no quieren vivir más esta situación, pero habría diez o 
quince compañeros que necesitarían que el Parlamento les estirara el seguro de paro o tener la posibilidad de 
optar por ese estiramiento especial del seguro de paro que hay en el Ministerio. Además, mientras tanto, el 
sindicato, la Cámara del Plástico y la empresa deberíamos discutir en qué situación van a seguir trabajando 
las personas que queden, porque si bien lo más grueso es que echan a cuarenta, si estos decidieran irse, los 
cuarenta que queden tienen un problema: les rebajan el salario y todas las condiciones de trabajo. En 
consecuencia, empezaríamos otro conflicto, porque a los quince minutos de entrar a trabajar van a decir: “El 
vacacional de este año me lo pagaron sencillo y me deben la mitad, ¿cómo hacemos?”. Entonces, sería bueno 
que, mientras discutimos eso, trabajen los cuarenta y se les haga un seguro de paro especial a quince o veinte 
compañeros. Queremos que se llame la atención a la empresa porque vemos que aprovecha las leyes que la 
benefician pero, para pagar los despidos, es imposible. 


Sería bueno encontrar una solución que aliente a los trabajadores, con una esperanza en la normativa en 
general. 


SEÑOR ALBOA (Fabricio).- Nosotros somos un colectivo que se formó en 2005. En estos años de 
discusión y de consejos de salarios -ya nos enfrentamos varias veces a la patronal de Laja- adquirimos 
una experiencia bastante importante. Convengamos que diez años de lucha fueron una fuente de 
conocimiento muy grande. Si hubo algo que aprendimos con mucha claridad fue saber cuándo avanzar 
y cuándo retroceder. 


Como decía el señor Luis Vega, notamos una baja grande en la industria del plástico; la situación está 
complicada y es algo que no se puede negar. También notamos el uso abusivo por parte de la empresa de 
determinados recursos legales que la amparan para poder hacer con los trabajadores lo que quiera; eso sucede 
con el seguro parcial. Con la baja de trabajo que ellos decían tener, aceptamos entrar en un seguro parcial que 
refrendamos en un acuerdo. El problema fue que quedamos víctimas de eso para siempre. Cada vez que la 
empresa quería disminuir sus gastos, recurría al seguro parcial. 


Otro tema clave para nosotros es el recurso de amparo. Un día, en un juzgado, los trabajadores fuimos 
acusados y prácticamente amenazados de ser sacados por la policía de nuestro lugar de trabajo; se nos acusó 
de una ocupación que no se estaba dando. Sabemos que eso fue propiciado por la empresa. Entonces, ¿dónde 
queda el derecho a la huelga? ¿Dónde quedan nuestros derechos? Algo que vemos muy seguido con la 
patronal de Laja es que atropella los derechos de los trabajadores con una impunidad que asombra. 


Hace seis meses, empezamos con los seguros de paro. En junio, se instrumentó el seguro de paro parcial que 
duró quince días. El 1* de julio nos mandaron a todos al seguro de paro total. En realidad, no sabíamos si era 
un seguro total porque la empresa nos decía que estaba viendo cómo solucionar la situación. La cuestión fue 
que transcurrió todo el mes de julio y hubo, por lo menos, tres reuniones en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Sabemos que el ministerio instó a la empresa a regularizar la situación, pero esta 
continuaba sin enviar los papeles al BPS para que los trabajadores pudieran cobrar su subsidio. Se trata de un 
subsidio que no hemos cobrado hasta el día de hoy; es algo que se adeuda desde julio de 2015. 


Hablamos con la empresa para que mandaran los papeles y conversamos con las autoridades del BPS para 
saber si los habían enviado, pero no había novedades. Los terminaron mandando por el veinte y pico, algo 
que generó que el BPS no ingresara a los trabajadores al seguro; se contaba como un período de seguro 
gozado pero no como para aprovechar económicamente el subsidio. Ello provocó que los trabajadores 
entraran en conflicto. Cabe señalar que los trabajadores venían empobrecidos desde antes, con meses de 
sufrir seguros parciales, con un mes sin trabajar y sin cobrar ni un peso. En esa situación de constante guerra 
económica -puesto que la empresa se empeñaba en menguar los ingresos de los trabajadores- nos 
mantenemos hasta ahora. 


Por el veinte y pico de diciembre nos empezaron a llegar telegramas de despido -como para festejar Navidad- 
y nos pusimos al tanto de la situación. Al último que se le había terminado el seguro era a mediados de 
octubre. Entonces, uno se pregunta qué pasó entre mediados de octubre hasta diciembre, momento en que la 
empresa comienza a tomar medidas con los trabajadores. Pasamos en una nebulosa de tres meses en la que no 
tuvimos ni en el seguro, ni trabajando ni con ningún tipo de amparo. Tuvimos cuarenta compañeros 
despedidos. El comité de base, que lleva la bandera de los trabajadores, es el que tiene que reclamar sus 
derechos. Entendemos que la empresa quiere desbaratar la organización sindical. 


Nosotros, que estamos en el día a día y que conocemos a los nuestros, nos damos cuenta de que los tipos 
eligen para ir al seguro de paro -luego de analizar muy bien los perfiles- a los más afines a la organización 
sindical, junto con la gente del comité de base. 


Pedimos que se tenga en cuenta la situación de estos trabajadores que hace meses que vienen empobrecidos, 
sin una posibilidad de salida viable del conflicto. Sabemos que la empresa no presentó ninguna opción. 
Nosotros presentamos un plan de trabajo, pero no hay intención de reincorporar a los trabajadores. Ya no es 
una cuestión de trabajo sino de filiación sindical. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta no es una realidad extraordinaria. Varias de las delegaciones que 
recibimos hoy presentan el mismo problema: hay momentos de dificultades económicas y de deterioro 
del relacionamiento, con prácticas antisindicales. Recién recibimos a compañeros de la Compañía 
Nacional de Cemento y a molineros de Cerro Largo en la misma circunstancia. Además de los 
problemas económicos, hay prácticas hostiles con la organización. 


¿Qué cosas podemos hacer como Parlamento? Primero, ayudar a difundir el problema y rodear la denuncia. 
Segundo, convocar a la empresa para ver si podemos fortalecer instancias de diálogo y de negociación para 
encontrar alternativas. 


Nosotros estamos trabajando en una serie de proyectos que tienen que ver con un fondo de insolvencia 
patronal que intenta invertir la actual circunstancia. Ustedes lo conocen porque es parido por el movimiento 
sindical. Queremos generar a los trabajadores el derecho a despido que hoy no tienen. El derecho a despido 
ya existe pero es relativo porque depende de la solvencia de la empresa. Por lo tanto, la circunstancia de tener 
los años de antigiiedad para acceder al despido no hace que cobres el despido. La semana pasada estuve en 
Bella Unión y eso pasa con los trabajadores de Greenfrozen y de Fripur; le hubiese pasado a los trabajadores 
de Metzen y Sena si no hubiésemos encontrado la variante de la reapertura de la planta. Hay experiencias de 
compañeros que terminan cobrando el 10% de su indemnización en cuotas, en fierros viejos en un remate 
largo. Además, según el orden de prelación, está primero el banco, con una lógica que establece un 
parámetro. 


Hace poco, este fondo de insolvencia patronal tuvo una respuesta en un periódico de publicación nacional 
casi caracterizándolo de impuestazo, cuando es en decimales lo que tienen que aportar las empresas. Es 
evidente que hay un criterio de definición política que intenta colocar en primer plano un derecho 
garantizado. Es decir que los créditos laborales como licencia, aguinaldo, salario vacacional y despido tienen 
que ser lo primero que debe privilegiarse 


En es sentido, estamos preparando una minuta, similar a la que se votó en esta comisión hace un tiempo 
sobre un convenio de la OIT referido a la nocturnidad, para reglamentar en Uruguay el Convenio N* 158 de 
la OTT, del año 1982, que establece la prohibición del despido sin causa justificada. 


Es claro que existe una circunstancia que no es proporcional. Hay una prédica sistemática en cuanto a que las 
organizaciones sociales no tomen medidas sin agotar instancias de negociación y no se hace lo mismo con 
respecto a las organizaciones empresariales; esto no tiene sentido. No estamos hablando de cualquier medida 
como una amonestación verbal, sino del despedido que es la más radical que una empresa puede tomar. En 
Uruguay el despido es libre. El año pasado, durante el conflicto del gas, muchos trabajadores fueron 
despedidos después de años de discutir su categoría. El día que se logró la categoría fueron despedidos. ¿Fue 
ilegal lo que hizo la empresa? No, porque el despido es libre. Los trabajadores se reintegraron porque hubo 
un conflicto de grandes dimensiones, pero legalmente no existe ninguna norma que establezca que no se 
puede despedir a un trabajador porque al empresario no le guste una decisión que haya tomado el Ministerio 
con respecto a una categoría. Es decir que hay una lógica que es necesario invertir. Tiene que haber 
relaciones laborales civilizadas maduras de ambas partes. 


Se trata de temas generales que menciono, tratando de dar señales de que es cierto que se ha avanzado en 
cuanto a derechos laborales, pero su violación sigue siendo una constante para amplísimos sectores de 
actividad, en algunos casos con condiciones de trabajo tremendas. 


No tengo claro cuál es la solución para este problema, porque no hay leyes para todos los casos y lo referente 
al amparo está establecido en la Constitución, por lo que la Justicia tiene la posibilidad de abordarlo. No 
obstante, es cierto que vamos a tener serios problemas desde el punto de vista de la construcción de las 
relaciones laborales necesarias para el desarrollo productivo del país, si se dirimen solamente en los 
juzgados. La negociación colectiva es un proceso para redistribuir de mejor manera la riqueza que genera el 
trabajo y también es una herramienta de desarrollo que permite construir instancias en las que todas las 
capacidades productivas, incluidos los trabajadores, se ponen en discusión. 


Hace unos días recibimos a trabajadores gastronómicos de Salto que fueron demandados ante la Justicia 
porque estaban en la puerta del Hotel Quiroga con un cartel. Ese domingo estuvimos haciendo gestiones con 
un capitán de Prefectura para que no se tomaran medidas contra compañeros que estaban reclamando que un 
salario de $ 11.000 era bajo. Si la tendencia es que estas cuestiones se diriman judicialmente y mediante las 
fuerzas del orden, estamos retrocediendo. Este debate no es menor, sino que es complejo y no hay una 
solución inmediata. No obstante, es claro que todos entendemos que el debate tiene que transcurrir en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en instancias de negociación bipartita o tripartita. 


¿Qué puede hacer la comisión? Ayudar en la denuncia, convocar a la empresa y fortalecer las instancias de 
negociación que haya en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Siempre tratamos de que las 
negociaciones no se superpongan a los efectos de que las empresas no usen como excusa para no dar 
respuesta el hecho de que tienen audiencia en el Parlamento. La comisión no tiene capacidad inspectiva. No 
obstante, realizamos visitas a distintos lugares de trabajo, como por ejemplo las avícolas, y esta semana 
vamos a ir a Frigocerro en Durazno y a un frigorífico de San José. Sin embargo, no tenemos posibilidades de 


multar, sino de ayudar a que no pasen más determinadas cosas que no deberían suceder en cuanto a la 
precarización del trabajo. 


Asimismo, estamos a disposición de los compañeros para ayudar a difundir las situaciones y estar en contacto 
ante cualquier novedad. 


Por otra parte, confieso que desconozco la facultad de reducir el despido en caso de concurso. Es un asunto 
que debemos analizar en cuanto a los parámetros y la normativa, aunque no parece ser el costado en el que 
haya que recortar. Si efectivamente hay una tendencia de utilizar determinado instrumento legal como una 
ecuación financiera para reducir costos y no en los marcos para los que está pensado, habrá que revisarlo. En 
todo caso, daremos respuesta cuando lo estudiemos en profundidad a efectos de entender el funcionamiento 
de ese mecanismo. 


Reitero que estamos a las órdenes. Vamos a convocar a la empresa y le vamos a decir que estamos dispuestos 
a ayudar a armar instancias para encontrar una salida, a fin de que el problema no sea doblemente traumático 
en cuanto a lo económico y a las dificultades con la organización por violación de convenios y despidos 
indirectos. 


SEÑOR VEGA (Luis).- Hoy los compañeros acaban de venir del Juzgado porque la empresa de bolsas 
plásticas Varoplast, que hacía hacer doce horas a los trabajadores, cuando llegó el momento de pagar 
los laudos que debe, cerró. La tuvimos que ocupar y un día encontramos al dueño robando en su 
propia fábrica, por lo que hicimos la denuncia en la comisaría del barrio. 


A su vez, hace tres días cerró la fábrica de colchones Sealy. Es decir que en cuanto a la industria del plástico, 
hay una situación muy complicada. 


Las patronales plantean rebajas salariales, pero es complejo. Los trabajadores tienen voluntad de discutir sus 
derechos, pero la industria no se va a salvar por el hecho de rebajar el sueldo de $ 108 a $ 105, o en lugar de 
pagar $ 130 como operario B, pagar $ 110 como operario C. Hay un abuso de parte de los patrones ante la 
falta de trabajo. En la sociedad en la que vivimos no hay igualdad para los dos lados, pero sería mejor si 
tuviéramos la oportunidad de pelear con las herramientas que tenemos los trabajadores dentro de la 
normativa y la legalidad. El problema es que cuando los trabajadores arriesgan su seguridad y sus puestos de 
trabajo por discutir una situación que no está bien, los de arriban juegan con el caballo del comisario. 


Tampoco sé cómo se maneja lo del recurso de amparo, pero nuestro Parlamento debería hacer un esfuerzo a 
efectos de que si el derecho al trabajo, el derecho de propiedad y los recursos están en igualdad de 
condiciones, el derecho colectivo tuviera más peso que los derechos individuales. De lo contrario, se podría 
dar -creo que está reglamentado y no se da- que si tengo un río dentro de mi propiedad, puedo prohibir que 
las personas tomen agua del otro lado del tejido, y nadie entendería el hecho de que una población se muriera 
de sed. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los compañeros del gas avisaron que están complicados en el Ministerio y no 
van a poder venir. 


Agradecemos la presencia de la delegación. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


